
LEY DE AGUAS NACIONALES

La Presidenta diputada Patricia Elena Retamoza Vega:
Tiene la palabra, hasta por cinco minutos, el diputado Os-
siel Omar Niaves López, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Revolucionario Institucional, para presentar iniciativa
con proyecto de decreto que reforma el artículo 96 Bis 2 de
la Ley de Aguas Nacionales.

El diputado Ossiel Omar Niaves López: Buenas tardes.
Con su venia, diputada presidenta. Saludo desde aquí, des-
de esta alta tribuna, a los habitantes de Degollado, Ayotlán,
Jesús María, Jamay, Jalisco.

Compañeras y compañeros legisladores, el subsuelo mexi-
cano aloja gran número de acuíferos, fuente de agua, que
funcionan a la vez como vasos de almacenamiento, redes
de acueductos y plantas de tratamiento naturales.

Se han definido 653 acuíferos para fines de evaluación,
manejo y administración de las aguas nacionales de sub-
suelos.

Los acuíferos son vitales para la sustentabilidad de las re-
giones áridas, ya que las aguas subterráneas son la única
fuente permanente de agua. Hay que tomar en considera-
ción que para la obtención de estas aguas subterráneas se
ha requerido de obras y funcionamientos de sistemas de
atracción que necesitan otros recursos, como el consumo
de energía eléctrica.

La operación de captación por medio de pozos es la que con-
lleva, con mayor consumo de energía, ya que consiste en ex-
traer el agua hacia la superficie, bombeando el agua desde el
nivel dinámico del pozo y el costo energético que depende
de la profundidad del pozo y el gasto de extracción.

En esta labor de extracción hídrica la aplicación de siste-
mas de bombeo es el método más utilizado para las unida-
des de riego, abastecimiento doméstico municipal e indus-
trial.

En el país existen más de 118 mil pozos para uso agrícola,
según el Programa Nacional para el Aprovechamiento Sus-

tentable de la Energía 2009-2012; hay estudios que indican
que esos pozos, cerca del 70 por ciento de los sistemas de
bombeo, tienen potencial para mejorar su eficiencia en
consumo de energía. Esta eficiencia del sistema de bombeo
puede mejorarse hasta 30 por ciento a través de su rehabi-
litación.

En este orden de ideas, se considera encomiable la tarea de
legislar sobre ciertas medidas tendentes al ahorro de ener-
gía en la extracción de las aguas subterráneas, ya que para
la sustentabilidad, el uso y aprovechamiento de la energía
reviste un papel fundamental.

Por ello, en esta iniciativa se propone adicionar una frac-
ción al artículo 96 Bis 2 de la Ley de Aguas Nacionales, a
fin de que el Ejecutivo federal considere como obra públi-
ca necesaria aquellas que mejoren la eficiencia de la ener-
gía y del agua en sus procesos de extracción y distribución.

Dada la potencialidad de ahorro de energía en los sistemas
de bombeo de agua para riego agrícola, resulta imposterga-
ble que el Estado implante obras y acciones para la eficien-
cia del uso de energía, así como la eficiencia hidráulica y el
uso final de los sistemas de riego, lo que atrae a que se re-
duzcan las pérdidas de agua en conducción, permitiendo ge-
nerar sinergias que mejoran la rentabilidad financiera de las
unidades de riego por el aumento de sus ingresos.

Hay que subrayar que la racionalización conjunta del agua
y de la energía está ligada al cambio climático, lo que en
consecuencia implementa áreas políticas para el ahorro de
energía.

Retomamos el interés creciente por aguas consumidoras de
energía, porque la demanda de agua sigue creciendo y las
exigencias ambientales también; hacer más eficiente el
consumo de energía para la extracción y distribución del
agua permitirá responder el reclamo ambiental.

De esta manera, observando el binomio agua y energía, con
una visión integradora para la sustentabilidad, podremos
seguir avanzando en el compromiso que todos los habitan-
tes de México tenemos con la preservación del medio am-
biente.
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Tomando conciencia de los retos que nos impone el cam-
bio climático, nos permitirá adoptar medidas necesarias
para revertirlo, pero también las dificultades para hacerlo
aumentan si no actuamos desde ahora, y más ahora que los
tiempos actuales así lo demanda. Es cuanto, señora presi-
denta.

«Iniciativa que reforma el artículo 96 Bis 2 de la Ley de
Aguas Nacionales, a cargo del diputado Ossiel Omar Nia-
ves López, del Grupo Parlamentario del PRI

El suscrito, Ossiel Omar Niaves López, diputado de Jalis-
co a la LXII Legislatura por el Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional, con fundamento en lo
establecido en los artículos 71, fracción II, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos y 77 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, se permite some-
ter a consideración de esta asamblea iniciativa que adiciona
la Ley de Aguas Nacionales, de acuerdo con la siguiente

Exposición de Motivos

El agua es un recurso natural, integrante de los sistemas na-
turales, fundamental para el sostenimiento y la reproduc-
ción de la vida en el planeta, ya que constituye un factor in-
dispensable para el desarrollo de los procesos biológicos
que la hacen posible.1

De esa manera, “el agua es indispensable para la vida del
ser humano, pero también un medio fundamental en las ac-
tividades económicas y productivas del hombre; además,
es un elemento estratégico en la definición de asentamien-
tos humanos y un factor determinante de desarrollo”.2

Como el agua es un recurso natural de dominio público, es-
tablecido así en el artículo 27 constitucional, el Estado tie-
ne la potestad de imponer las modalidades dictadas por el
interés público para su explotación, uso y aprovechamien-
to. De tal manera, a partir del precepto constitucional men-
cionado se han expedido diversos ordenamientos a fin de
aplicar lineamientos para su óptimo y racional uso, consti-
tuyendo derechos para que este líquido vital pueda ser
aprovechado de manera sustentable.

A partir de ese principio constitucional, el Estado ha ins-
taurado la concesión como un mecanismo eficaz para que
distintos sectores sociales y económicos puedan explotar
adecuadamente el preciado líquido.

De acuerdo con información de la Comisión Nacional del
Agua, según una de las estimaciones más aceptadas, poco
más de 97 por ciento del volumen de agua existente en el
planeta es agua salada y está contenida en océanos y ma-
res; mientras, apenas algo menos de 3 por ciento es agua
dulce o de baja salinidad. Del volumen de agua dulce, po-
co más de 75 por ciento está concentrado en casquetes po-
lares, nieves eternas y glaciares; 21 por ciento está almace-
nado en el subsuelo, y el restante 4 por ciento corresponde
a los cuerpos y cursos de agua superficial (lagos y ríos).

El subsuelo mexicano aloja gran número de acuíferos,
fuentes de agua que funcionan a la vez como vasos de al-
macenamiento, redes de acueductos y plantas de trata-
miento naturales. Se han definido 653 acuíferos para fines
de evaluación, manejo y administración de las aguas na-
cionales del subsuelo.3

Los acuíferos resultan vitales para la sustentabilidad de las
regiones áridas, pues las aguas subterráneas son la única
fuente permanente de agua.

Hay que considerar que para obtener las aguas subterráne-
as se han requerido obras y funcionamientos de sistemas de
extracción que necesitan otros recursos, como el consumo
de energía eléctrica.

Es el caso de las aguas subterráneas que se almacenan en
los acuíferos, las cuales se captan mediante perforaciones
de pozos, los cuales requieren sistemas electromecánicos
para la extracción y que puedan ser aprovechadas para el
consumo doméstico y actividades agrícolas e industriales.

La operación de captación por pozo implica mayor consu-
mo de energía eléctrica, pues consiste en extraer el agua
hacia la superficie bombeando el agua desde el nivel diná-
mico del pozo y el costo energético depende de la profun-
didad del pozo y el gasto de extracción.

En esta labor de extracción hídrica, la aplicación de siste-
mas de bombeo es el método más utilizado para las unida-
des de riego, abastecimiento doméstico, municipal e indus-
trial.

La operación de los sistemas de riego es desarrollada por
unidades de riego, registradas por la Comisión Nacional
del Agua a través de concesiones para la explotación y el
uso de las aguas subterráneas mediante pozos profundos de
conformidad con la Ley de Aguas Nacionales.



Ahora bien, de acuerdo con información del Centro de Es-
tudios Sociales y de Opinión Pública (CESOP) de la Cá-
mara de Diputados,4 mover agua es una forma importante
de consumir energía. Se estima que entre 2 y 3 por ciento
de la energía que se consume en el mundo se usa para el
bombeo y al tratamiento de agua destinada a las poblacio-
nes urbanas y al sector industrial.

En México, la clasificación de las tarifas eléctricas identi-
fica a los usuarios que utilizan electricidad para el propósi-
to específico del manejo de agua. Éstos quedan compren-
didos en las tarifas 9 a 9-N, aplicadas a los municipios y
para uso agrícola, las cuales contienen subsidios.

La tarifa 9, “servicio para bombeo de agua para riego agrí-
cola en baja tensión”, se aplica exclusivamente a los servi-
cios en baja tensión que destinen la energía al bombeo de
agua utilizada en el riego de tierras dedicadas al cultivo de
productos agrícolas y al alumbrado del local donde se en-
cuentre instalado el equipo de bombeo.

La tarifa 9-M, “servicio para bombeo de agua para riego
agrícola en media tensión”, se aplica exclusivamente a los
servicios en media tensión que destinen la energía para el
bombeo de agua utilizada en el riego de tierras dedicadas
al cultivo de productos agrícolas y al alumbrado del local
donde se encuentre instalado el equipo de bombeo.

La 9-CU es la tarifa de estímulo para bombeo de agua des-
tinada a riego agrícola con cargo único. Se aplica a la ener-
gía eléctrica utilizada en la operación de los equipos de
bombeo y rebombeo de agua para riego agrícola por los su-
jetos productivos inscritos en el padrón de beneficiarios de
energéticos agropecuarios, hasta por la cuota energética de-
terminada por la Secretaría de Agricultura, Ganadería, De-
sarrollo Rural, Pesca y Alimentación (Sagarpa).

Finalmente, la 9-N es la tarifa la nocturna de estímulo pa-
ra bombeo de agua destinada a riego agrícola. Se aplica a
la energía eléctrica utilizada en la operación de los equipos
de bombeo y rebombeo de agua para riego agrícola por los
sujetos productivos inscritos en el padrón de beneficiarios
de energéticos agropecuarios, hasta por la cuota energética
determinada por la Sagarpa.

En el país hay más de 118 mil pozos de uso agrícola, según
el Programa Nacional para el Aprovechamiento Sustenta-
ble de la Energía 2009-2012. Ciertos estudios indican que
en esos pozos, cerca de 70 por ciento de los sistemas de
bombeo tienen potencial de mejorar su eficiencia en con-

sumo de energía. Tal eficiencia del sistema de bombeo pue-
de mejorarse hasta 30 por ciento a través de su rehabilita-
ción.5

Se considera encomiable la tarea de legislar sobre ciertas
medidas tendentes al ahorro de energía en la extracción de
las aguas subterráneas, pues para la sustentabilidad, el uso
y aprovechamiento de la energía revisten un papel funda-
mental.

Por ello en esta iniciativa se propone adicionar una frac-
ción al artículo 96 Bis 2 de la Ley de Aguas Nacionales, a
fin de que el Ejecutivo federal considere obra pública ne-
cesaria la que mejore la eficiencia de la energía y del agua
en sus procesos de extracción y distribución.

Dada la potencialidad de ahorro de energía en los sistemas
de bombeo de agua para riego agrícola, resulta imposter-
gable que el Estado implante obras y acciones orientadas a
la eficiencia en el uso de energía, así como la eficiencia hi-
dráulica y el uso final de los sistemas de riego, lo cual ha-
rá que se reduzcan las pérdidas de agua en conducción,
permitiendo generar sinergias que mejorarán la rentabili-
dad financiera de las unidades de riego por el aumento de
sus ingresos.

El gobierno federal ha trabajado con agricultores de esca-
sos recursos para rehabilitar los sistemas de bombeo, con
lo que se han arreglado más de 6 mil pozos y mejorado la
eficiencia de 37 a 77 por ciento. Sin embargo, 75 por cien-
to de los agricultores no está informado sobre el consumo
de energía de los sistemas de bombeo.

Por lo expuesto se propone la siguiente iniciativa con pro-
yecto de

Decreto

Artículo Único. Se adiciona la fracción VII, y la actual
VII se recorre a la VIII, al artículo 96 Bis 2 de la Ley de
Aguas Nacionales, para quedar como sigue:

Artículo 96 Bis 2. Se consideran obras públicas necesarias
que competen al Ejecutivo federal a través de la comisión
las que

I. a VI. …

VII. Hagan más eficaz el consumo de la energía usa-
da en la extracción y conducción de aguas; y
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VIII. Sean necesarias para el cumplimiento de esta ley
y sus reglamentos.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1 Cristina Monge, “La naturaleza del agua como recurso. Perspectiva
social, económica e institucional de una gestión integral”, en Congre-

so ibérico sobre gestión y planificación del agua, Tortosa, diciembre
de 2004, versión electrónica disponible en http://www.congreso.us.es

2 Fundación Socialdemócrata de las Américas, revista Nueva Visión

Socialdemócrata, número 11, México, marzo de 2008, página 21.

3 http://www.cna.gob.mx

4 Cámara de Diputados, Reporte CESOP, número 28, “Crisis del
agua”, México, octubre de 2009, páginas 11-17.

5 Secretaría de Energía, Comisión Nacional para el Uso Eficiente de la
Energía, Estudio de sistemas de bombeo agropecuario, México, 2011,
página 20.

Dado en Palacio Legislativo, a 19 de diciembre de 2012.— Diputados:
Ossiel Omar Niaves López, Gabriel Gómez Michel (rúbricas).»

La Presidenta diputada Patricia Elena Retamoza Vega:
Gracias, diputado. Túrnese a la Comisión de Recursos
Hidráulicos, para dictamen.

LEY DEL IMPUESTO A LOS 
DEPOSITOS EN EFECTIVO

La Presidenta diputada Patricia Elena Retamoza Vega:
Tiene la palabra, hasta por cinco minutos, el diputado Do-
mitilo Posadas Hernández, del Grupo Parlamentario de
Partido de la Revolución Democrática, para presentar ini-
ciativa con proyecto de decreto que abroga la Ley del Im-
puesto a los Depósitos en Efectivo.

El diputado Domitilo Posadas Hernández: Muchas gra-
cias, señora presidenta. Compañeras diputadas y compañe-

ros diputados, la presente iniciativa con proyecto de decre-
to que someto a la consideración de esta soberanía propo-
ne la abrogación de la Ley del Impuesto a los Depósitos en
Efectivo, por las siguientes consideraciones:

En México existen opiniones encontradas respecto a la ne-
cesidad de una reforma fiscal que dé rumbo, tanto a la apli-
cación y ajuste de los gravámenes existentes, así como a la
generación de condiciones que mejoren la capacidad recau-
datoria del gobierno federal y de las entidades federativas.

La información disponible da cuenta que en nuestro país
los niveles de recaudación son de los más bajos de los paí-
ses integrantes de la Organización para la Cooperación y el
Desarrollo Económico (OCDE), y también con respecto a
varios países de Latinoamérica.

En el periodo 2007-2011, en México los ingresos tributa-
rios representaron apenas el 9.7 por ciento en promedio del
producto interno bruto, lo cual sigue siendo un volumen de
captación muy bajo para atender las necesidades presu-
puestales del país. Ello significa que se sigue dependiendo
en gran medida de los ingresos provenientes de las ventas
de petróleo al exterior, contribuyendo éstas con la tercera
parte de la aportación de los recursos.

Contrario a lo que plantea el discurso gubernamental, la
persistencia de prácticas que no han sido erradicadas del
escenario nacional, como la consolidación fiscal y los regí-
menes de excepción, han estado beneficiando a un gran nú-
mero de empresas, a través de tratos de privilegio, que se
traducen en la reducción de recursos públicos.

Algunos especialistas en el tema han señalado que la capa-
cidad recaudatoria del sistema tributario mexicano es una
de las más bajas del hemisferio occidental. La recaudación
proveniente de impuestos, en comparación con el tamaño
del producto interno bruto, resulta ser del 4.5 puntos por-
centual menor con relación al promedio de los países de
América Latina.

Se estima que la evasión y la elusión fiscal en nuestro país
es muy elevada, ubicándose entre un 20 y un 35 por ciento
en lo que respecta al pago del IVA y un 15 un por ciento
respecto al ISR.

En este contexto se enmarca la aplicación de gravámenes
recientes, como el impuesto a los depósitos en efectivo
(IDE), como un buen propósito original, pero que en sus
pocos años de vida ha mostrado su debilidad recaudatoria



y su inconsistencia para combatir la evasión fiscal y la in-
formalidad comercial.

Por lo que respecta su aportación al producto interno bru-
to, el IDE ha representado solo el 0.15 por ciento, el 0.13
por ciento, el 0.06 por ciento y el -0.06 por ciento, en los
años 2008, 2009, 2010 y 2011, respectivamente, eviden-
ciando sus enormes limitaciones en lo que concierne a su
componente recaudatorio.

Estas cifras dan cuenta de la muy pobre aportación en lo
que respecta a ingresos recaudados; por ello no encontra-
mos razones válidas para seguir aplicando este impuesto,
pues además de considerar que partió de premisas total-
mente equivocadas, las medidas para disminuir el umbral
de 25 a 15 mil pesos por depósito, además de incrementar
el porcentaje, llevándolo del 2 al 3 por ciento, revela una
intención de ir haciendo un mayor número de modificacio-
nes de manera apresurada.

La creación del IDE ha estado muy lejos de alcanzar los
objetivos planeados, particularmente en lo que se refiere al
combate a la informalidad. Quienes se han abocado a la re-
visión del tema sostienen que ha sucedido todo lo contra-
rio; el acceso al sistema financiero y el porcentaje de los
sujetos al IDE, muestran que el impuesto no está gravando
gran parte del sector informal y también gran parte del sec-
tor formal no es sujeto al impuesto.

En contraparte, se ha transformado en un obstáculo que in-
hibe las actividades comerciales y empresariales con altos
costos en la productividad de diversas ramas de la econo-
mía nacional.

Por ello, proseguir con la aplicación del IDE sería un error,
pues se aleja de las medidas necesarias para aportar verda-
deras soluciones a la insuficiente recaudación que ha ca-
racterizado a la política fiscal del país durante largos pe-
riodos.

Por lo anteriormente señalado y considerando que en las
estimaciones contenidas en el proyecto de Ley de Ingresos
para el Ejercicio Fiscal 2013, se prevé recaudar un total de
3 mil 890.4 millones de pesos por el IDE, lo que represen-
ta solo el 0.24 por ciento de aproximadamente 1 billón 605
mil millones de pesos que se piensan recaudar para el año
próximo, es que someto a consideración este proyecto de
iniciativa por lo que respetuosamente, señora presidenta,
solicito que la versión íntegra sea publicada en el Diario de
los Debates. Muchas gracias por su atención.

«Iniciativa que abroga la Ley del Impuesto a los Depósitos
en Efectivo, a cargo del diputado Domitilo Posadas Her-
nández, del Grupo Parlamentario del PRD

Problemática

En México existen opiniones encontradas con respecto al
tema de la necesidad de una reforma fiscal que dé rumbo,
tanto a la aplicación y ajuste de los gravámenes existentes,
así como a generar condiciones que mejoren la capacidad
recaudatoria del gobierno federal y de las entidades federa-
tivas.

La información disponible da cuenta que en nuestro país,
los niveles de recaudación son de los más bajos en lo que
respecta a los países integrantes de la Organización Para la
Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE), y tam-
bién con respecto a varios países latinoamericanos.

En el periodo 2007-2011, en México, los ingresos tributa-
rios representaron apenas el 9.7 por ciento en promedio del
PIB, lo cual sigue siendo un volumen de captación muy ba-
jo en lo que respecta a las necesidades de recaudación. Ello
significa que se sigue dependiendo en gran medida de los
ingresos provenientes de las ventas de petróleo al exterior,
contribuyendo éstas con la tercera parte de la aportación de
recursos. 

Contrario a lo que plantea el discurso oficial, la persisten-
cia de prácticas que no han sido erradicadas del escenario
nacional, como la consolidación fiscal y los regímenes de
excepción, beneficiando a un gran número de empresas, a
través de tratos de privilegio que se traducen en la reduc-
ción de recursos para las arcas gubernamentales, ha gene-
rado la reproducción de lo que sucede en otros ámbitos de
la vida económica. Una opinión localizada en la literatura
consultada revela este problema: “A través de una mezcla
de ordenamientos legales de exención, reducción de tasas,
regímenes simplificados y facilidades administrativas, di-
versos sectores de contribuyentes, quedan virtualmente
fuera del alcance de las normas de aplicación general”.1

Nos referimos a una inequidad en lo que se refiere a las res-
ponsabilidades que en materia de pago de impuestos ocu-
rre en el país. De esta manera, observamos que continúa la
tendencia a favorecer a empresas y sectores que han con-
vertido a la evasión y a la elusión en un ejercicio cotidia-
no, sin que se observe en el panorama la intención de mo-
dificar dichas condiciones.
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Lo anterior tiene profundas implicaciones en el tema, las
cuales han sido revisadas por especialistas, como lo pode-
mos constatar en la siguiente opinión: “La capacidad re-
caudatoria del sistema tributario mexicano es una de las
más bajas del hemisferio occidental. La recaudación pro-
veniente de impuestos en comparación con el tamaño del
PIB resulta ser 4.5 puntos porcentual menor con relación al
promedio de los países de América Latina. Esta compara-
ción resulta más contrastante aún si se toma en cuenta que
los países miembros de la Organización para la Coopera-
ción y el Desarrollo Económico (OCDE) recaudan 25 pun-
tos de su producto nacional en promedio. La relativa esca-
sez de recursos fiscales limita la capacidad de México para
financiar el gasto público orientado a proyectos de alta tasa
de retorno social.

De una comparación internacional resulta evidente que
gran parte de esta restricción fiscal proviene de los im-
puestos indirectos. México recauda tan solo la mitad del
promedio observado en la región para este tipo de contri-
buciones”.2

En este marco, se estima que la evasión y la elusión fiscal
en nuestro país es muy elevada, como lo dan cuenta las es-
tadísticas plasmadas en la gráfica siguiente:3

Como una respuesta plagada de equivocaciones ante dicha
problemática, el gobierno federal, a través de las autorida-
des hacendarias, ha desarrollado una estrategia errática y
titubeante, cuyas decisiones, muchas veces equivocadas,
sólo se han traducido en la afectación de los denominados
“contribuyentes cautivos”.

Es en este contexto en el que se enmarca la aplicación de
gravámenes recientes, como el Impuesto a los Depósitos en
Efectivo (IDE), caracterizado por una enorme inconsisten-
cia en la argumentación que dio lugar a su surgimiento.

Su creación se originó en una iniciativa de Ley del Im-
puesto contra la Informalidad, argumentando, entre otras
razones, lo siguiente: “Algunas personas, tanto físicas co-
mo morales, inscritas o no ante el Registro Federal de Con-
tribuyentes, obtienen ingresos que no declaran al fisco y
por los que deberían pagar impuestos, o bien, se encuentran
registradas pero declaran encontrarse en suspensión de ac-
tividades, no obstante que las continúan realizando sin pa-
gar impuestos… en ese sentido, a efecto de impactar a este
tipo de contribuyentes, se propone la emisión de la Ley del
Impuesto contra la Informalidad, la cual tiene por objeto
incorporar una nueva contribución federal, complementa-
ria del impuesto sobre la renta y auxiliar en el control de la
evasión fiscal… derivado de lo anterior, como tributo com-
plementario del impuesto sobre la renta, se plantea que el
impuesto contra la informalidad sea un gravamen de con-
trol del flujo de efectivo, que impacte en quienes obtienen
ingresos que no son declarados a las autoridades fiscales”.  

Con esta falta de solidez argumentativa, se procedió a ge-
nerar un gravamen más, el del Impuesto a los Depósitos en
Efectivo, sin pensar en la afectación que ello significaría en
un gran número de operaciones que realizan las personas
físicas en lo que se refiere a pagos en efectivo en las insti-
tuciones bancarias.

Argumentación

La creación del Impuesto a los Depósitos en Efectivo ha
estado muy lejos de alcanzar sus objetivos planteados, par-
ticularmente en lo que se refiere al combate a la informali-
dad, pues en opinión de especialistas que se han abocado a
la revisión del tema, ha sucedido todo lo contrario “el ac-
ceso al sistema financiero y el porcentaje de los sujetos al
IDE, muestran que el impuesto no está gravando gran par-
te del sector informal. También gran parte del sector formal
no es sujeto al impuesto. Como se mencionó, el objetivo
principal del impuesto es gravar aquellas actividades que
no estén sustentadas en una actividad inscrita en el RFC y
ampliar la base de contribuyentes… el objetivo principal
del impuesto no está siendo alcanzado debido a la baja pe-
netración del sistema financiero y a los pocos individuos
que son sujetos al impuesto. El impacto del IDE no se ve-
rá reflejado en una ampliación de la base de contribuyen-
tes, ni en la reasignación de empleados del sector informal
al formal, trayendo consigo una mayor productividad agre-
gada en la economía”.4

Por lo que respecta a su aportación en el PIB, el IDE ha re-
presentado sólo el 0.15, el 0.13, el 0.06 y el -0.06 por cien-



to en los años 2008, 2009, 2010 y 2011, respectivamente,
evidenciando sus enormes limitaciones en lo que concier-
ne a su componente recaudatorio.

Estas cifras, que dan cuenta de la muy pobre aportación en
lo que respecta a ingresos recaudados, vinculadas con otros
aspectos negativos a los que hemos aludido, los cuales han
acompañado su instrumentación, tales como una desinter-
mediación financiera, traducida en la sustitución del em-
pleo de cuentas de cheques por operaciones en efectivo, en
un país donde se estima que sólo el 37.8 por ciento de los
hogares utiliza el sistema financiero para depositar y el in-
cremento constante de la población ocupada en el sector in-
formal, exigen una profunda revisión del gravamen.   

No encontramos razones válidas para seguir aplicando este
impuesto, pues además de considerar que partió de premi-
sas totalmente equivocadas, las medidas de disminuir el
umbral de veinticinco a quince mil pesos por depósito, ade-
más de incrementar el porcentaje aplicado llevándolo del 2
por ciento inicial al tres por ciento, revela una intención de
ir haciendo un mayor número de modificaciones, de mane-
ra apresurada, intentando remediar una disposición que
nunca tuvo razón en su aplicación y que se mantiene como
una desafortunada muestra de lo que no debe hacerse en la
materia. 

Por las limitaciones y desviaciones a las que nos hemos re-
ferido, demostradas por análisis rigurosos que se han ocu-
pado del tema, consideramos que proseguir con la aplica-
ción del IDE sería un enorme error, equiparable sólo a
políticas equivocadas que se han instrumentado en otros
rubros, manteniéndose como un claro ejemplo de una ob-
cecación que no resiste una evaluación objetiva, pues res-
ponde más que a una estrategia, a un capricho o estado de
ánimo, tomando distancia de las medidas que son necesa-
rias para aportar verdaderas soluciones a la insuficiente re-
caudación que ha caracterizado a la política fiscal del país
durante largos periodos.

No es con medidas caracterizadas por lo que se ha deno-
minado “terrorismo fiscal”, con justificada razón, como se-
rán saneadas las finanzas públicas. Para ello se requiere de
una serie de medidas de políticas públicas articuladas que
tengan un punto de partida sólido y unas metas que puedan
ser mensurables, para conocer su eficacia.

La endémica escasez de recursos no podrá ser superada
mediante la generación de impuestos cuyo origen es muy

cuestionable y no tiene razón de ser en amplios sectores de
la opinión pública.

Indudablemente que es necesario generar un círculo vir-
tuoso en el que confluyan las condiciones para dotar de re-
cursos a la hacienda pública, sin embargo, las disposicio-
nes que se adopten deberán ser consistentes, tanto en su
aplicación como en sus resultados.

Por lo anteriormente señalado y considerando que en las
estimaciones contenidas en el proyecto de Ley de Ingresos
para el ejercicio fiscal 2013, se prevé recaudar un total de
3,890.4 millones de pesos por el IDE,  lo que representa só-
lo el 0.24 por ciento de los 1,605,569.8 millones de pesos
que se estima obtener por concepto de impuestos en dicho
año, es que planteamos la abrogación de la Ley del Im-
puesto a los Depósitos en Efectivo, pues luego de que han
transcurrido poco más de cuatro años de su aplicación, ha
resultado un gravamen que no puede seguir vigente, debi-
do a las enormes limitaciones a las que nos hemos referido
a lo largo de nuestra exposición.

Insistir en su aplicación, sin más razones que la “costum-
bre” es pasar por alto el enorme compromiso que significa
llevar a cabo una verdadera reforma fiscal que dote de su-
ficientes recursos a las arcas públicas, generando también
un enorme compromiso por parte de los tres niveles de go-
bierno en lo que respecta a la aplicación de dichos recursos
en la atención de un gran número de rubros que requieren
una respuesta rápida y eficiente.

Lo reiteramos, en materia tributaria no puede improvisarse
ni guiarse por la máxima del ensayo y error, pues resulta
ser un área profundamente sensible al escrutinio público y
no debe seguirse actuando en detrimento de la confianza
ciudadana.     

Fundamento legal:

La presente iniciativa se presenta con fundamento en lo
dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados. 

Ordenamientos a modificar

Se abroga la Ley del Impuesto a los Depósitos en Efectivo.
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Texto normativo propuesto

Artículo Único. Se abroga la Ley del Impuesto a los De-
pósitos en Efectivo.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor una vez que se
publique en el Diario Oficial de la Federación.

Notas:

1Fuente: “Tributación directa en América Latina: equidad y desafíos.
Estudio del caso de México”.  Álvarez Estrada, Daniel. Naciones Uni-
das. CEPAL. Serie Macroeconomía del Desarrollo. Número 91, pági-
na 24. División de Desarrollo Económico. Santiago de Chile, agosto de
2009.

2 Op. Cit. Página 13.  

3 Op. Cit. Página 30

4 Fuente: “El impuesto a los depósitos en efectivo (IDE): ¿Un incenti-
vo a la informalidad? página 23. Ruiz Álvarez, Julio César. Ensayo con
el que el autor obtuvo el primer lugar del “Premio Nacional de Finan-
zas Públicas 2012”, convocado por el Centro de Estudios de las Finan-
zas Públicas de la Cámara de Diputados. Disponible en http://www.
cefp.gob.mx/portal_archivos/convocatori...  

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 13 de diciembre de 2012.— Dipu-
tado Domitilo Posadas Hernández (rúbrica).»

La Presidenta diputada Patricia Elena Retamoza Vega:
Así será, señor diputado; muchas gracias. Túrnese a la
Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dicta-
men.

ARTICULOS 73, 76, 89 Y 133 CONSTITUCIONALES

La Presidenta diputada Patricia Elena Retamoza Vega:
Tiene la palabra, hasta por cinco minutos, el diputado An-
tonio Cuéllar Steffan, del Grupo Parlamentario del Partido
Verde Ecologista de México, para presentar iniciativa con
proyecto de decreto que reforma los artículos 73, 76, 89 y
133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos.

El diputado Antonio Cuéllar Steffan: Gracias, diputada
presidenta. Compañeras y compañeros diputados, vengo a
someter a la consideración de ustedes una iniciativa que
tiene como propósito reformar distintas disposiciones de la
Constitución, entre ellas el artículo 133 de la misma.

¿Qué tiene que ver en este tema lo relativo al papel que de-
be desempeñar —en función de las modificaciones que ha
sufrido el artículo 1o. de la Constitución— la Cámara de
Diputados tratándose de la celebración de tratados interna-
cionales? ¿A qué me refiero?

El artículo 133 que vengo mencionando, contempla algo
que en la academia, en la doctrina se conoce como princi-
pio de supremacía constitucional, que es una disposición
fundamental, pues ella es la que marca cuál es la posición
jerárquica dentro de todos los ordenamientos jurídicos que
conforman el derecho mexicano, la propia Constitución
respecto de tratados internacionales y otras leyes que expi-
de el Congreso de la Unión.

Particularmente, con relación a los tratados internaciona-
les, el propio artículo 133, con relación al 76 y al 89, esta-
blece que los compromisos internacionales se celebran por
el presidente de la República, pero los ratifica exclusiva-
mente la Cámara de Senadores.

La Cámara de Senadores con la representación de cada una
de las entidades que conforman la federación es la única
que discute sobre si los tratados internacionales que con-
forman y son parte del derecho mexicano, son ley suprema
de la Unión, se apegan o no a los principios en materia de
relaciones exteriores de los que México es parte y que tu-
tela la propia Constitución, y de esta manera, con esta rati-
ficación que en su caso emiten los senadores, se integran
los tratados internacionales al derecho mexicano.

¿Cuál es la problemática que surge? Desde el mes de junio
de este año entró en vigor una reforma al artículo 1o. cons-
titucional, por virtud de la cual se encomienda a todas las
autoridades competentes, pero en primer lugar —y es aquí
lo que nos interesa— a los jueces, a los jueces del fuero co-
mún, algo que se ha venido a denominar como el control de
convencionalidad.

¿Qué significa esto? Tratándose de la observancia de princi-
pios rectores de los derechos humanos en el ámbito nacional
e internacional, hoy por hoy los jueces de la federación, los
jueces de los estados tienen la facultad de apartarse de lo
que establezcan las leyes, con la finalidad de salvaguardar



todos los compromisos asumidos por México, tratándose
de la protección de los derechos humanos.

¿En qué se traduce esto? En que las leyes que aprobamos
en esta Cámara, que aprueban las dos Cámaras, como Con-
greso de la Unión, quedan supeditadas; en primer lugar, a
la Constitución, pero en segundo lugar, a la validez en ma-
teria de derechos humanos que contemplen los tratados in-
ternacionales.

Es así que jerárquicamente los tratados internacionales vie-
nen a estar colocados por encima de las leyes federales o
locales, con la diferencia de que los tratados internacio-
nales solamente los discuten, valoran y aprueban los se-
nadores en la propia Cámara, y las leyes las tenemos que
discutir las dos Cámaras, la Cámara de Diputados y de Se-
nadores.

Es un problema, ¿por qué? Porque esta intervención demo-
crática que tiene la Cámara de Diputados tratándose de la
discusión de leyes, no está teniendo el mismo reflejo tra-
tándose de la discusión de los tratados internacionales, y
los tratados internacionales, sin pasar por este tamiz y esta
discusión, que debe de ejercer esta representación ciudada-
na, están viéndose colocados, por virtud de este control que
ejercen los jueces y por virtud de esta reforma al artículo
1o. constitucional, por encima de las leyes que aquí apro-
bamos.

He ahí que es importante que si por virtud de los derechos
humanos, por virtud de este control de convencionalidad,
que en lo sucesivo y ahora, con motivo de la reforma al ar-
tículo 1o. constitucional ejercen los jueces, cobre relevan-
cia y sea algo perfectamente necesario que la Cámara de
Diputados se involucre e intervenga activamente en la dis-
cusión, aprobación, ratificación en su caso, de los tratados
internacionales que celebre el Ejecutivo.

No es una iniciativa novedosa, ya se había planteado con
anterioridad; sin embargo, desde luego que tratándose del
control de la convencionalidad venimos a encontrar en
nuestro sistema de derecho una situación totalmente actual,
vanguardista, que nos obliga a efectuar una segunda refle-
xión con relación a este tema que les propongo, a fin de que
dentro del artículo 133 constitucional —y ésa es la materia
de la propuesta— se establezca claramente que tratándose
de la celebración de tratados internacionales, que son ley
suprema de la Unión, quien tenga que aprobarlos no sea so-
lamente la Cámara de Senadores, sino el Congreso de la
Unión.

Les repito, esto es relevante, porque la Cámara de Diputa-
dos, siendo una de las dos Cámaras que integran el Con-
greso, actualmente encargado de aprobar las leyes, está
viéndose superada por los tratados internacionales a través
del control de convencionalidad que al día de hoy y de
acuerdo con el artículo 1o. constitucional se le confiere a
los jueces inclusive del fuero común.

Démosles entonces a las leyes que nosotros aprobamos la
jerarquía que les corresponde con relación a los tratados in-
ternacionales, pero démosles también a los tratados inter-
nacionales la importancia que la discusión de los asuntos
que atañen a la ciudadanía debe de corresponder. Este es el
propósito de la iniciativa.

Le pido atentamente, diputada presidenta, que se giren las
instrucciones para que se inserte la lectura de la misma en
el Diario de los Debates. Es cuanto, diputada presidenta.
Muchísimas gracias.

«Iniciativa que reforma los artículos 73, 76, 89 y 133 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a
cargo del diputado Antonio Cuéllar Steffan, del Grupo Par-
lamentario del PVEM

El que suscribe, Antonio Cuéllar Steffan, diputado federal
del Partido Verde Ecologista de México en la LXII Legis-
latura del honorable Congreso de la Unión, con fundamen-
to en lo dispuesto en el artículo 71, fracción II, de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así
como en los artículos 6, numeral 1, fracción I, 77, numeral
1, y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, some-
te a la consideración de esta soberanía la presente iniciati-
va con proyecto de decreto que reforma los artículos 73,
76, fracción I, segundo párrafo, 89, fracción X, y 133, to-
dos de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, para contemplar la intervención de la Cámara de
Diputados del Congreso de la Unión, en conjunto con el
Senado de la República, en la aprobación de tratados inter-
nacionales y convenciones diplomáticas celebradas por el
Ejecutivo federal.

Exposición de Motivos

La reforma constitucional en materia de derechos humanos
publicada en el Diario Oficial de la Federación el 10 de ju-
nio de 2011, en la cual se reforman varios artículos de la
Constitución Federal, se dirigió esencialmente a la instau-
ración de un nuevo diseño normativo en el que los dere-
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chos humanos funjan como el eje rector de toda la activi-
dad estatal. 

La referida reforma constitucional ha sido catalogada por
la academia y por funcionarios judiciales como un nuevo
paradigma en la defensa de los derechos humanos, al insti-
tuirse con rango constitucional, la obligación de todas las
autoridades, y no únicamente por parte de los jueces fede-
rales y locales, de promover, respetar, proteger y garantizar
los derechos humanos de acuerdo a los principios de uni-
versalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresivi-
dad.

Esta obligación deriva de la ampliación de la esfera de de-
rechos que con la reforma al propio artículo 1 en su primer
párrafo se reconoce a toda persona, en tanto ahora los de-
rechos humanos establecidos en los tratados internaciona-
les en los que el Estado mexicano sea parte, se incorporan
a nuestro orden jurídico en beneficio de la protección más
amplia a la persona.

La especial relevancia que el derecho internacional cobra
para el orden jurídico mexicano gracias a la reforma en co-
mento, ha sido reafirmada, e incluso ampliada, por medio
de los criterios interpretativos de la Suprema Corte de Jus-
ticia de la Nación derivados de la Consulta a trámite
912/2010, iniciada en razón del cumplimiento por parte del
Poder Judicial, como parte del Estado mexicano, de la sen-
tencia condenatoria emitida por Corte Interamericana de
Derechos Humanos en el caso Radilla Pacheco vs. Estados
Unidos Mexicanos. 

En el análisis de dicho asunto se abrió la puerta en el siste-
ma jurídico mexicano para la aplicación del control de con-
vencionalidad sobre la normativa nacional que vaya en
contravención de la protección de derechos humanos dada
por la Convención Americana sobre Derechos Humanos. 

En ese sentido, la Suprema Corte de Justicia de la Federa-
ción ha sostenido que los mandatos del artículo 1 deben in-
terpretarse a la luz de lo dispuesto en el artículo 133 cons-
titucional para determinar el marco dentro del cual debe
realizarse el control de convencionalidad por parte del Po-
der Judicial y de los jueces ordinarios, esto es, la posibili-
dad de que dichos órganos puedan inaplicar las normas de
carácter general que contravengan aquellas disposiciones
protectoras de derechos humanos contenidas en la Consti-
tución y en los tratados internacionales.  

Como bien se ha pronunciado la propia Suprema Corte de
Justicia de la Nación, el control de convencionalidad es
una herramienta eficaz para cumplir con las obligaciones
que el Estado mexicano tiene dentro del nuevo marco cons-
titucional en materia de derechos humanos, el cual además
ha sentado las condiciones para que el más alto tribunal del
país realizara una novedosa construcción jurisprudencial
del artículo 133 en relación al nuevo texto del artículo 1
constitucional, en el sentido de permitir además la aplica-
ción del control difuso de constitucionalidad y convencio-
nalidad por parte de todos los jueces del país.

Ahora bien, este nuevo marco normativo y hermenéutico
evidentemente tiene alcances profundos en la vida jurídica
de nuestro país, pero también en otros rubros, tales como el
político, social e incluso económico. La limitación del po-
der estatal y la correspondiente ampliación de libertades
personales que trae consigo, reestructuran la vida institu-
cional del país y proporcionan a las personas mayores ins-
trumentos para combatir actos arbitrarios del poder públi-
co y privado.

Ante toda esa reingeniería constitucional, tiene lugar una
pregunta que fluctúa entre las dos posturas que se debaten
entre sobre los efectos que una reforma de tal calado pue-
de traer para la jerarquía normativa en el sistema jurídico
mexicano: si la Constitución contempla que la protección
de derechos humanos de las personas se extiende a aque-
llos contenidos en los tratados internacionales en los que
México sea parte, entonces ¿qué modificaciones debe su-
frir el procedimiento que en sede nacional se contempla pa-
ra la celebración y aprobación de un tratado internacional
en materia de derechos humanos, en el entendido de que
los contenidos de éstos pactos ahora pueden ubicarse por
encima de todo el material normativo producido por los ór-
ganos representativos nacionales?.

Esto es, a la par de ponderar los enormes beneficios que pa-
ra el cimiento de un Estado Democrático y constitucional
de derecho en nuestro país significa la reforma constitucio-
nal en materia de derechos humanos de 10 de junio de
2011, es necesario también replantearse los procedimientos
establecidos para la celebración de tratados internaciona-
les, pues de la incorporación de éstos al orden jurídico me-
xicano depende el nacimiento de una serie de obligaciones
y derechos para autoridades y ciudadanos mexicanos.

Es por ello que este loable desarrollo legal y jurispruden-
cial que ha sentado las bases para un nuevo marco inter-



pretativo y de aplicación del derecho supranacional en ma-
teria de derechos humanos, no puede ser ajeno a los están-
dares formales mínimos de un Estado democrático, el cual
supone un alto grado de consensos entre los órganos repre-
sentativos nacionales para integrar el derecho nacional vi-
gente.

En ese sentido, si con la reforma en materia de derechos
humanos aludida y los criterios jurisprudenciales que han
ido a tono con ella, el orden jurídico mexicano se proyecta
de cara al derecho internacional de los derechos humanos,
es evidente que el procedimiento interno para su recepción
tiene que desenvolverse por vías democráticas, tal y como
se hace con todo el material normativo nacional.

Un elemento indispensable para lograr ese propósito es la
conjugación de las voluntades políticas expresadas a través
de los órganos representativos, dotados de la legitimidad
democrática necesaria para decidir, previo un procedimien-
to deliberativo propio de una democracia sustantiva, la per-
tinencia o no de celebrar y posteriormente aprobar y ratifi-
car un tratado internacional.

Como se sabe, en ese procedimiento el Constituyente pre-
vió la participación coordinada del Ejecutivo Federal y del
Senado para la celebración y aprobación de tratados inter-
nacionales por parte del Estado Mexicano, respectivamen-
te. 

Para justificar esa participación conjunta entre el Ejecutivo
Federal y el Senado de la República en la celebración de
tratados internacionales, se ha dicho que ello obedece a la
naturaleza de dichos acuerdos, ya que son compromisos in-
ternacionales asumidos por el Estados en su conjunto que
comprometen a todas las autoridades frente a la comunidad
internacional; de ahí que el Constituyente haya estimado
que le corresponde al presidente de la República suscribir-
los, en su calidad de jefe de Estado, y al Senado de la Re-
pública ratificando, como representante de la voluntad de
las entidades federativas. 

Sin embargo, este argumento que justifica la existencia de
la facultad exclusiva del Senado para aprobar tratados in-
ternacionales celebrados por el Ejecutivo federal, errónea-
mente identifica la representatividad en materia de celebra-
ción y aprobación de tratados en una sola de las Cámaras
del Poder Legislativo federal, sin explicar por qué la Cá-
mara de Diputados se ve impedida constitucionalmente pa-
ra participar en la adopción de un compromiso internacio-
nal adoptado por el Estado mexicano, cuando este tipo de

convenios, fundamentalmente a raíz de la reforma consti-
tucional de 10 de junio de 2011 a la que se ha hecho alu-
sión, tienen ahora la capacidad para ubicarse por encima de
las leyes emanadas del trabajo legislativo en el que válida-
mente interviene dicho órgano.

Es en razón de la obligación de aplicar los controles de
convencionalidad y difuso, derivada de la interpretación
del nuevo contenido del artículo 1, en relación con el 133,
ambos de la Constitución Federal, que resulta urgente revi-
sar el procedimiento de celebración y aprobación de trata-
dos internacionales, en la inteligencia de que la normativa
internacional en materia de derechos humanos a la que Mé-
xico se vincula, una vez vigente, tiene la capacidad para
fungir como parámetro de control de todo el orden jurídico
nacional.

La participación que hasta hoy se le da al Ejecutivo federal
en la celebración y del Senado de la República en la apro-
bación de tratados internacionales en materia de derechos
humanos, genera un desequilibrio en el sistema jurídico
mexicano, en tanto aquellos compromisos internacionales
tienen ahora la misma capacidad que las leyes y normas
generales expedidas por el Congreso de la Unión para inci-
dir en la esfera jurídica de los individuos, así como en la
validez de actos y normas de todas las autoridades nacio-
nales, sin que hayan pasado para su incorporación al siste-
ma jurídico mexicano por un procedimiento que, si llegar a
ser análogo al propiamente legislativo, cumpla con los re-
quisitos mínimos que la democracia formal exige para la
creación del derecho positivo.

El Poder Legislativo, si bien cuenta con una estructura bi-
céfala en la que las dos cámaras que la integran se reparten
ciertas facultades exclusivas, la mayor y más sustancial
parte de la labor parlamentaria es llevada a cabo en con-
junto, como Congreso de la Unión, entre ellas, la funda-
mental tarea de desarrollar a través de leyes secundarias las
reglas, principios y valores constitucionales que contienen
derechos humanos y sus garantías. 

Se estima por ello que en la aprobación de tratados inter-
nacionales celebrados por el Poder Ejecutivo en materia de
derechos humanos, por ser éstos una extensión más del ca-
talogo de derechos humanos consagrados en la Constitu-
ción y en la legislación ordinaria, debe de contemplarse
constitucionalmente la intervención de la Cámara de Dipu-
tados, en conjunto con la Cámara de Senadores, actuando
en su calidad de Congreso de la Unión.
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Se propone modificar el párrafo segundo de la fracción I
del artículo 76 constitucional para eliminar como facultad
exclusiva del Senado la de aprobar los tratados internacio-
nales y convenciones diplomáticas que el Ejecutivo Fede-
ral suscriba, así como su decisión de terminar, denunciar,
suspender, modificar, enmendar, retirar reservas y formular
declaraciones interpretativas sobre los mismos, y trasladar
dicha facultad a aquellas previstas en el artículo 73 a cargo
del Congreso de la Unión. Así mismo, se modifican los ar-
tículos 89, fracción X, y 133, para suplir la alusión al Se-
nado de la República por la de Congreso de la Unión. 

Las modificaciones propuestas responden a la necesidad de
superar un resabio histórico que ha privado a la Cámara de
Diputados de participar en el análisis, discusión y aproba-
ción de normas jurídicas de fuente internacional que cada
vez cobran mayor importancia en orden jurídico interno, y
que pueden llegar a entrar en conflicto con el trabajo legis-
lativo de dicha Cámara, elaborado en pleno ejercicio de su
soberanía.

Además, se busca homologar el sistema con el de países
como Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, Estados
Unidos, España y Francia, que cuentan con procedimientos
para la celebración y aprobación de tratados internaciona-
les en los que ambas Cámaras tienen intervención.

La intervención del Congreso de la Unión en la aprobación
de tratados internacionales celebrados por el Ejecutivo fe-
deral dotará de mayor legitimidad al acto por el cual el Es-
tado mexicano en su conjunto asume un compromiso inter-
nacional, redituando todo ello en beneficio de los
principios democráticos que rigen la vida institucional de
la nación.

En razón de lo expuesto y fundado, me permito someter a
consideración de esta asamblea el siguiente proyecto de

Decreto

Artículo Único. Se adiciona una fracción al artículo 73, se
modifican los artículos 76, fracción I, segundo párrafo, 89,
fracción X y 133, todos de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos para contemplar la interven-
ción de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión
junto al Senado de la República, en la aprobación de trata-
dos internacionales y convenciones diplomáticas celebra-
das por el Ejecutivo federal, para quedar como sigue:

Artículo 73. El Congreso tiene facultad:

I. a III. …

IV. Aprobar los tratados internacionales y conven-
ciones diplomáticas que el Ejecutivo federal suscri-
ba, así como su decisión de terminar, denunciar, sus-
pender, modificar, enmendar, retirar reservas y
formular declaraciones interpretativas sobre los mis-
mos;

Artículo 76. Son facultades exclusivas del Senado:

I. (…)

(Se deroga el segundo párrafo)

Artículo 89. Las facultades y obligaciones del presidente
son las siguientes:

I. a IX. …

X. Dirigir la política exterior y celebrar tratados inter-
nacionales, así como terminar, denunciar, suspender,
modificar, enmendar, retirar reservas y formular decla-
raciones interpretativas sobre los mismos, sometiéndo-
los a la aprobación del Congreso de la Unión. En la
conducción de tal política, el titular del Poder Ejecutivo
observará los siguientes principios normativos: la auto-
determinación de los pueblos; la no intervención; la so-
lución pacífica de controversias; la proscripción de la
amenaza o el uso de la fuerza en las relaciones interna-
cionales; la igualdad jurídica de los Estados; la coope-
ración internacional para el desarrollo; el respeto, la
protección y promoción de los derechos humanos y la
lucha por la paz y la seguridad internacionales;

Artículo 133. Esta Constitución, las leyes del Congreso de
la Unión que emanen de ella y todos los Tratados que estén
de acuerdo con la misma, celebrados y que se celebren por
el Presidente de la República, con aprobación del Congre-
so de la Unión, serán la Ley Suprema de toda la Unión.
Los jueces de cada estado se arreglarán a dicha Constitu-
ción, leyes y tratados, a pesar de las disposiciones en con-
trario que pueda haber en las Constituciones o leyes de los
estados.

Artículo Transitorio

Único.  El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la  Federa-
ción.



Palacio Legislativo de San Lázaro, a 13 de diciembre de 2012.— Dipu-
tados: Antonio Cuéllar Steffan, Verónica Beatriz Juárez Piña (rúbricas).»

La Presidenta diputada Patricia Elena Retamoza Vega:
Así se hará, diputado. Muchas gracias. Túrnese a la Co-
misión de Puntos Constitucionales, para dictamen.

LEY DEL INSTITUTO DEL FONDO NACIONAL
DE VIVIENDA PARA LOS TRABAJADORES

La Presidenta diputada Patricia Elena Retamoza Vega:
Tiene la palabra, hasta por cinco minutos, la diputada Sue
Ellen Bernal Bolnik, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, para presentar iniciativa con
proyecto de decreto que adiciona un artículo 51 Bis 7 a la
Ley del Instituto del Fondo Nacional de Vivienda para los
Trabajadores.

La diputada Sue Ellen Bernal Bolnik: Con su venia, se-
ñora presidente. Compañeras y compañeros legisladores, a
principios de la década de los ochenta se incorporó a la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos el
concepto de vivienda digna y decorosa, como derecho de
toda familia mexicana. Ello contribuyó a ampliar el marco
normativo de las garantías individuales y así tener un ma-
yor impacto en el nivel de vida de la población.

En la evolución histórica que se ha dado de aquella década
a la fecha han sido muchos los esfuerzos que se han reali-
zado para poder convertir lo que dice la ley en materia de
vivienda en una realidad para los mexicanos.

En este contexto, la presente iniciativa está enmarcada por
el factor económico con respecto a cómo se compra, pero
sobre todo, cómo se paga una casa, para que sea parte de la
seguridad patrimonial de sus habitantes y les dé estabilidad
y certeza en su economía, particularmente de aquellos
quienes adquieren un crédito financiado por el fondo na-
cional de vivienda.

En la última década se han implementado acciones, pro-
ductos y servicios por parte del Instituto del Fondo Nacio-
nal para la Vivienda de los Trabajadores, que es necesario
hacerlas valer en la ley, con el propósito de que tengan per-
manencia, garantía y seguridad jurídica para cada trabaja-
dor que se ve en la necesidad de replantear su crédito hi-
potecario.

Este conjunto de acciones y servicios que ofrece el Infona-
vit a partir de 2005, se ha denominado Modelo de Cobran-
za Social, el cual se ha implementado con éxito para bene-
ficio de los trabajadores que se ven imposibilitados a seguir
pagando con puntualidad las hipotecas contratadas, ya sea
por pérdida de su empleo, por paro técnico, o simplemente
por la disminución de sus ingresos.

El modelo de cobranza social ya existe en la práctica y ha
demostrado que al mantener una cartera rentable se pueden
ofrecer más oportunidades de vivienda para los trabajado-
res adscritos al Infonavit.

Al introducir al marco normativo del instituto el concepto
de cobranza social, garantizamos que dicho modelo se apli-
ca de manera constante y segura, dando confianza a los
acreditados y generando alternativas para administrar de
mejor forma la cartera de créditos hipotecarios, mantenien-
do la viabilidad financiera del ahorro del trabajador y aten-
diendo su capacidad de pago.

Se estima que más de 23 millones mexicanos viven en una
casa financiada por el Infonavit, la más alta en la historia
del instituto, el cual otorga el mayor número de créditos en
nuestro país, superando actualmente los cuatro millones y
medio.

Sesenta y nueve de cada 100 créditos son otorgados por el
Infonavit sin coparticipación financiera de otra institución;
63 por ciento de los créditos otorgados se han destinado a
derechohabientes que ganan menos de 7 mil 284 pesos
mensuales; es decir, que tienen ingresos por debajo de los
cuatro salarios mínimos.

A la fecha, son más de un millón 700 mil familias que han
hecho uso del modelo de cobranza, lo que representa apro-
ximadamente siete millones de mexicanos que se han visto
beneficiados con este esquema y que han comprobado que
resulta útil.

Si consideramos los casi cinco millones de créditos que
opera el Infonavit actualmente, con esta reforma tenemos
la posibilidad de consolidar en la ley el apoyo de cobranza
social a más de 20 millones de mexicanos. De ese tamaño
es la trascendencia de esta iniciativa.

Reconozco y valoro los esfuerzos que han hecho ya duran-
te el ejercicio de esta LXII Legislatura compañeras y com-
pañeros diputados de distintos grupos parlamentarios en
materia de vivienda.
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Cuando un trabajador adquiere un crédito y con ello su vi-
vienda, apuesta a un futuro mejor para él y para su familia;
si por alguna razón ajena a su voluntad y esfuerzo se ve en
la necesidad de replantear su crédito, debemos asegurar
que se le ofrezcan medidas adecuadas a su economía.

Por lo anteriormente expuesto, me permito someter a la
consideración de esta honorable soberanía el siguiente pro-
yecto de decreto por el que se adiciona el artículo 51 Bis 7
a la Ley del Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda
para los Trabajadores, para quedar como sigue.

Artículo 51 Bis 7. El Instituto deberá realizar acciones de
cobranza social para que los trabajadores conserven su pa-
trimonio en casos de afectación o disminución de ingresos,
estableciendo mecanismos alternos de financiamiento y
pago, que contemplen, en todos los casos, su situación eco-
nómica.

Compañeras y compañeros diputados, promover leyes que
garanticen y protejan el patrimonio de las familias mexica-
nas es un punto toral en nuestra agenda legislativa. Los
convoco a que hagamos mayoría en esta propuesta, ya que
parte de la responsabilidad del legislador es proponer me-
jores leyes con base en la realidad, y estoy convencida que
podemos encontrar coincidencias para brindar a los traba-
jadores esquemas justos y dignos, cuando se vean en la ne-
cesidad de replantear su crédito de vivienda, logrando con
ello alcanzar el precepto constitucional de vivienda digna y
decorosa para las familias mexicanas. Gracias por su aten-
ción. Es cuanto, señor presidente.

«Iniciativa que adiciona el artículo 51 Bis 7 a la Ley del
Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Tra-
bajadores, a cargo de la diputada Sue Ellen Bernal Bolnik,
del Grupo Parlamentario del PRI

La suscrita, diputada Sue Ellen Bernal Bolnik, integrante
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional, en la LXII Legislatura de la Cámara de Diputados
del honorable Congreso de la Unión, con fundamento en lo
dispuesto en el artículo 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, y la fracción I
de los artículo 6, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, somete a consideración de esta asamblea, la si-
guiente iniciativa con proyecto de decreto que adiciona, el
artículo 51 Bis 7, a la Ley del Instituto del Fondo Nacional
de la Vivienda para los Trabajadores, al tenor de la si-
guiente

Exposición de Motivos

A principios de la década de los años ochenta, se incorpo-
ró a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos el concepto de vivienda digna y decorosa como de-
recho de toda familia mexicana. Ello contribuyó, en su
momento, para ampliar el marco normativo de las garantí-
as individuales y así tener un mayor impacto en el nivel de
vida de los mexicanos.

Sin duda, en la definición de los criterios que nos permiten
alcanzar el concepto de tener una vivienda digna y decoro-
sa, encontramos factores como son el entorno económico,
social y ambiental en la adquisición de una casa.

En la evolución histórica que se ha dado de aquella década
a la fecha, han sido muchos los esfuerzos que han realiza-
do las distintas autoridades en turno, para poder convertir
lo que dice la ley en una realidad cotidiana de la vida de los
mexicanos en materia de vivienda.

Tomamos en cuenta que el modelo mismo del Estado me-
xicano se ha ido transformando durante estos años, de es-
quemas que se denominaban estatistas a prácticas más li-
berales y acordes a un mundo de economía globalizada.

Esta transformación de políticas públicas ha impactado,
por supuesto, y dadas las distintas crisis económicas que ha
tenido la economía nacional, al rubro de la vivienda en Mé-
xico, y es precisamente en esta transformación del modelo
del Estado mexicano de los últimos años, donde se ha in-
crementado la demanda de vivienda en nuestro país.

En este contexto, la presente iniciativa está enmarcada por
el factor económico para facilitar el alcance de una vivien-
da digna y decorosa al que tiene derecho cada familia me-
xicana. Particularmente, de aquellos quienes adquieren un
crédito financiado por el Fondo Nacional de Vivienda. Es
respecto al cómo se compra, y sobre todo, cómo se paga
una casa, la forma en que cada trabajador tiene posibilidad
de adquirir un bien para que sea parte de su seguridad pa-
trimonial que le dé estabilidad y certeza a su economía.

En esta iniciativa que presento, reconozco que en la última
década se han implementado una serie de acciones, pro-
ductos y servicios por parte del Instituto del Fondo Nacio-
nal para la Vivienda de los Trabajadores (Infonavit), que es
necesario hacerlas valer en la ley de dicho instituto, con el
propósito de que tengan permanencia, garantía y seguridad
jurídica en beneficio de la solidez financiera del Infonavit,



como hasta ahora se ha dado, y por ende, de cada trabaja-
dor que se vea en la necesidad de replantear su crédito hi-
potecario.

A este conjunto de acciones y servicios que ofrece el Info-
navit a partir de 2005, dicho instituto le ha denominado
Modelo de Cobranza Social, el cual se ha implementado
con éxito para beneficio de los trabajadores que en el algún
momento de la historia de su crédito, se ven imposibilita-
dos de seguir pagando con puntualidad las hipotecas con-
tratadas, ya sea por pérdida involuntaria de su empleo, paro
técnico, o simplemente por la disminución de sus ingresos.

Se define a la Cobranza Social, como el modelo de accio-
nes, productos y servicios que ofrece el Infonavit, para
mantener un proceso de cobranza más sano y revertir la
tendencia del índice de cartera vencida, en caso de que el
acreditado vea una afectación en sus ingresos.

En la iniciativa que proponemos, reconocemos y valora-
mos los esfuerzos que han hecho ya, durante el ejercicio de
esta LXII legislatura compañeras y compañeros diputados
de distintos grupos parlamentarios. Aquí, al proponer que
se introduzca al marco normativo el concepto de Cobranza
Social, particularmente a la Ley del Infonavit, regulamos
por un lado los intereses del mercado, y por otra parte, ga-
rantizamos las razones del estado que tiene como propósi-
tos, entre otros, generar condiciones de bienestar para los
trabajadores.

Es decir, reforzamos el carácter social del Infonavit en una
economía de mercado en el que debemos garantizar un
equilibrio entre los acreditados y sus distintas problemáti-
cas de pago, con los intereses de quienes facilitan la adqui-
sición de una vivienda con un plan hipotecario. Está a deba-
te esta iniciativa, esperando tener el mejor de los resultados
para alcanzar justicia social con la clase trabajadora de
nuestro país.

Reiteramos, este modelo ya existe en la práctica, y ha de-
mostrado que al mantener una cartera rentable, se pueden
ofrecer más oportunidades de vivienda para los trabajado-
res adscritos al Infonavit. Ahora, lo que estaríamos logran-
do con la aprobación de esta iniciativa, es garantizar en la
ley este modelo para su aplicación constante y segura.
Dando confianza tanto a los acreditados, como a la parte
que ofrece los créditos. Esto significa poner a la vanguar-
dia la Ley del Infonavit en el modelo económico que im-
pera en el país, que cabe decir, ya no es el mismo que se te-
nía en 1972, año de origen de la ley del instituto. 

Con esta propuesta, el Infonavit no pierde la función sus-
tancial para la que fue creado, tampoco se privilegian en el
modelo de Cobranza Social los intereses de los grandes
consorcios inmobiliarios, por el contrario, busca alternati-
vas para administrar de mejor forma la cartera de créditos
hipotecarios, manteniendo la viabilidad financiera del aho-
rro del trabajador y atendiendo su capacidad de pago al
mismo tiempo.

El impacto del beneficio social que busca esta propuesta,
es hoy en día muy amplio y además tiende a crecer, por lo
que es necesario aprobarla y garantizar una mejor ley que
ayude a los financiamientos de vivienda para los trabaja-
dores de México.

Se estima que más de veintitrés millones mexicanos viven
en una casa financiada por el Infonavit, esta cifra es la más
alta en la historia del instituto. También debemos conside-
rar que según datos de la Comisión Nacional de Vivienda,
el sector de la construcción en México muestra una diná-
mica de crecimiento, superior a la de la economía nacional,
creciendo en promedio 5 por ciento anualmente.

Es precisamente el Infonavit quien otorga el mayor núme-
ro de créditos en México para la adquisición de estas nue-
vas casas, 69 de cada cien créditos son otorgados por el In-
fonavit sin coparticipación financiera de otra institución.

De ese 69 por ciento, resultan con mayor beneficio los tra-
bajadores con menores recursos, ya que el 63 por ciento de
los créditos otorgados, aproximadamente, se han destinado
a derechohabientes que ganan menos de siete mil doscien-
tos ochenta y cuatro pesos mensuales, es decir, ingresos
por debajo de los cuatro salarios mínimos.

El Infonavit, una vez que se superó la contracción econó-
mica de 2008, ha seguido mostrando una tendencia cre-
ciente en el otorgamiento de créditos anuales, llegando ya
a la cifra récord que supera más de quinientos mil al año.
Actualmente, supera en total, los cuatro millones y medio
de créditos vigentes.

Otra estadística importante es el hecho de que, el tipo de
producción de vivienda relacionado con acceso a créditos
y capacidad de pago de la población, se distribuye de la si-
guiente forma: 10 por ciento con capacidad de pago y 30
por ciento es población derechohabiente; entre 10 y 20 por
ciento no es derechohabiente aunque tiene capacidad de
pago; el resto de la población no es derechohabiente y tam-
poco tiene capacidad de pago.
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Por otra parte, debido al cambio demográfico que ha expe-
rimentado nuestro país en recientes años, se estima que se
requieren al año, cerca de quinientos cincuenta y dos mil
créditos para satisfacer la demanda de vivienda. Si cruza-
mos datos, el Infonavit puede cubrir hasta 90 por ciento de
esa demanda, fortaleciéndose, y garantizando a los trabaja-
dores mejores condiciones crediticias vía un modelo de co-
branza social implementado en la ley. 

Estas cifras, si las convertimos en datos sociales, se tradu-
cen al número de mexicanos potenciales a los que nos es-
tamos dirigiendo con esta reforma legislativa.

A la fecha, son más de un millón setecientas mil familias
que se han aprovechado de este modelo de cobranza, esta-
mos hablando aproximadamente de siete millones de me-
xicanos que han comprobado que resulta útil a su economía
este esquema de cobranza.

Si consideramos los casi cinco millones de créditos con los
que ahora opera el Infonavit, con esta reforma, tenemos la
posibilidad de garantizar en la ley el apoyo de cobranza so-
cial a más de cinco millones de familias, a más de veinte
millones de mexicanos, esa es la trascendencia de esta pro-
puesta.

Compañeras y compañeros diputados de esta LXII Legis-
latura. Promover leyes que garanticen y protejan el patri-
monio de las familias mexicanas es un punto toral en nues-
tra agenda legislativa.

Para quienes somos parte del Grupo Parlamentario del Par-
tido Revolucionario Institucional, me permito referirles
que esta iniciativa va en el sentido de lo que proyectamos
en su momento en la plataforma electoral de 2012, es de-
cir, busca modernizar la estructura operativa del Infonavit,
con la finalidad de satisfacer las necesidades de vivienda y
los créditos de las mismas, a favor de los trabajadores.

Para mis compañeros diputados y diputadas con quienes no
nos une la misma identidad partidaria, me dirijo con el
propósito de convocarles y convencerles de que hagamos
mayoría en esta propuesta, ya que parte de la responsabili-
dad del legislador es proponer mejores leyes con base en la
realidad y estoy segura que, en el análisis de esta propues-
ta, en la contrastación de argumentos y enriquecimientos
de ideas, propios del trabajo parlamentario que habrá de
hacer la Comisión de Vivienda, podemos encontrar coinci-
dencias y unirnos sí, en el propósito de dejar en la ley el

modelo de cobranza social que ya existe en la práctica y
que con la reforma que podemos aprobar, garantizaremos a
los trabajadores esquemas justos y dignos cuando se vean
en la necesidad de replantear sus créditos de vivienda, lo-
grando con ello, alcanzar el precepto constitucional que he-
mos referido al principio de esta exposición de motivos.

Aprovechemos cada una de las oportunidades que tenemos
para llegar a los acuerdos. En las propuestas legislativas
que tienen como propósito hacer cumplir el artículo cuatro
de la Constitución, referente a la vivienda digna y decoro-
sa, no podemos perder de vista la forma en la que ésta se
paga.

Cuando un trabajador adquiere un crédito y con ello su vi-
vienda, apuesta a un futuro mejor para él y su familia, po-
ne la confianza y emoción en su trabajo y en la forma que
habrá de pagar el bien patrimonial que es de los suyos, que
en la gran mayoría de ocasiones, es el único con el que po-
drán contar durante toda su vida. Si por alguna razón, aje-
na a su voluntad y su esfuerzo de pago, se ve en la necesi-
dad de replantear su crédito, debemos legislar para
garantizar que se le ofrezcan medidas adecuadas a su eco-
nomía y así no pierda la confianza, el ánimo y la posibili-
dad de seguir pagando su casa. Eso es la cobranza social,
eso ya está funcionando en el Infonavit, es el momento de
plasmarlo en la ley.

Al hacerlo, ofrecemos bienestar al trabajador, les brindare-
mos certeza de que es posible salir adelante aun y con la
deuda de su casa, con ello estaremos refrendando la repre-
sentación social que tenemos los legisladores al hacer y
promover leyes a favor de los ciudadanos. Como sabemos,
hay leyes que tienen el sentido de transformar la realidad
de los ciudadanos; otras que parten y buscan adecuarse al
contexto al que se aplicarán. En este caso, ambos concep-
tos se complementan, adecuamos y mejoramos las condi-
ciones ya existentes, en beneficio de los trabajadores me-
xicanos.

Hacemos eco de la voz del presidente Enrique Peña Nieto,
porque sabemos que los pactos son para mover a México
hacia mejores condiciones de vida de sus habitantes, y pa-
ra ello, es necesaria la participación de todos, en este caso,
hagámoslo en materia del financiamiento de las viviendas
de los trabajadores.

La legítima aspiración que cada trabajador tiene por adqui-
rir una casa, para brindar a su familia estabilidad emocio-



nal, y potenciar con ello el desarrollo de cada uno de los
que la integran, es parte de vivir con dignidad y la reforma
que proponemos hace posible esta realidad. 

Por lo anteriormente expuesto, y debidamente fundamenta-
do, me permito someter a la consideración de esta honora-
ble soberanía, el siguiente proyecto de 

Decreto por el que se adiciona el artículo 51 Bis 7, a la
Ley del Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda pa-
ra los Trabajadores

Artículo 51 Bis 7. El instituto deberá realizar acciones de
cobranza social, para que los trabajadores conserven su pa-
trimonio en casos de afectación o disminución de ingresos,
estableciendo mecanismos alternos de financiamiento y
pago que contemplen en todos los casos su situación eco-
nómica.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación el Diario Oficial de la Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 18 de diciembre de 2012.— Dipu-
tada Sue Ellen Bernal Bolnik (rúbrica).»

Presidencia del diputado 
Francisco Agustín Arroyo Vieyra

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: Gracias. Les informo que si la diputada no tiene obje-
ción, don David Pérez Tejada se adhiere a su iniciativa,
diputada. Se turna a la Comisión de Vivienda, para dic-
tamen.

LEY DEL SISTEMA NACIONAL
DE SEGURIDAD PUBLICA

La Secretaria diputada Tanya Rellstab Carreto: «Escu-
do Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Cámara
de Senadores.— México, DF.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.

Para los efectos constitucionales, me permito remitir a us-
tedes expediente que contiene proyecto de decreto por el

que se reforma el artículo tercero transitorio del decreto por
el que se expide la Ley General del Sistema Nacional de
Seguridad Pública.

Atentamente

México, DF, a 19 de diciembre de 2012.— Senador José Rosas Aispu-
ro Torres (rubrica), vicepresidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

Proyecto de Decreto

Por el que se reforma el artículo tercero transitorio del
decreto por el que se expide la Ley General del Sistema
Nacional de Seguridad Pública

Único. Se reforma el artículo tercero transitorio de la Ley
General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, para
quedar como sigue:

Artículo tercero transitorio:

Tercero. Los integrantes de las instituciones de Seguridad
Pública, en un plazo de diez meses, contado a partir de la
entrada en vigor del presente decreto, deberán obtener la
certificación por parte de los centros de evaluación y con-
trol de confianza, de lo contrario serán separados del servi-
cio. Para los efectos de lo señalado en el artículo cuarto
transitorio del decreto por el que se expide la Ley General
del Sistema Nacional de Seguridad Pública, publicado en
el Diario Oficial de la Federación el día 2 de enero de 2009,
la separación del servicio se actualizará una vez que haya
vencido el plazo a que se refiere el presente artículo. El se-
cretario ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pú-
blica deberá presentarse ante el Senado de la República
para rendir un informe del avance del programa a los seis
meses de la entrada en vigor del presente decreto.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Salón de sesiones de la honorable Cámara de Senadores.— México,
DF, a 19 de diciembre de 2012.— Senador José Rosas Aispuro Torres
(rúbrica), vicepresidente; senadora Rosa Adriana Díaz Lizama (rúbri-
ca), secretaria.»
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El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: De conformidad con el artículo 65, numeral 2, del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, consulte la Secreta-
ría a la asamblea si es de modificarse el orden del día para
su inclusión.

La Secretaria diputada Tanya Rellstab Carreto: En vo-
tación económica se consulta a la asamblea si es de modi-
ficarse el orden del día. Las diputadas y los diputados que
estén por la afirmativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas
y los diputados que estén por la negativa sírvanse manifes-
tarlo. Mayoría por la afirmativa, señor presidente.

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: En virtud de que la minuta de referencia se encuentra
publicada en la Gaceta Parlamentaria y disponible en las
pantallas de sus curules, con fundamento en el artículo 82,
numeral 2, del Reglamento de la Cámara de Diputados,
consulte la Secretaría a la asamblea si se le considera de ur-
gente resolución, se le dispensen los trámites y se somete a
discusión y votación de inmediato.

La Secretaria diputada Tanya Rellstab Carreto: Por
instrucciones de la Presidencia, con fundamento en el artí-
culo 82, numeral 2, del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, en votación económica se consulta a la asamblea si
se le considera de urgente resolución, si se le dispensan to-
dos los trámites y se somete a discusión y votación de inme-
diato. Las diputadas y diputados que estén por la afirmativa
sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los diputados que
estén por la negativa sírvanse manifestarlo. Mayoría por la
afirmativa, señor presidente.

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: En consecuencia, se considera de urgente resolución, se
le dispensan todos los trámites y se somete a discusión y
votación de inmediato. Proceda la Secretaría a dar lectura
únicamente al proyecto de decreto.

La Secretaria diputada Tanya Rellstab Carreto: Artícu-
lo tercero transitorio.

Tercero. Los integrantes de las instituciones de seguridad
pública, en un plazo de 10 meses, contando a partir de la
entrada en vigor del presente decreto, deberán obtener la
certificación por parte de los centros de evaluación y con-
trol de confianza, de lo contrario serán separados del servi-
cio. Para los efectos de lo señalado en el artículo cuarto
transitorio del decreto por el que se expide a la Ley Gene-
ral del Sistema Nacional de Seguridad Pública, publicado

en el Diario Oficial de la Federación, el día 2 de enero de
2009, la separación del servicio se actualizará una vez que
haya vencido el plazo a que se refiere el presente artículo.
El secretario ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad
Pública deberá presentarse ante el Senado de la República
para rendir un informe del avance del programa, a los seis
meses de la entrada en vigor del presente decreto.

Transitorio. Único. El presente decreto entrará en vigor al
día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Salón de sesiones de la honorable Cámara. Es cuanto, pre-
sidente.

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: En consecuencia, está a discusión en lo general y en lo
particular. Tiene el uso de la voz don Guillermo Anaya
Llamas, para fundamentar el asunto. Está usted inscrito de-
bidamente.

Les voy a decir quienes están inscritos: Ricardo Monreal,
Tomás Torres, Catalino Duarte y Consuelo Argüelles. A la
hora que usted guste, diputado Anaya, aquí lo esperamos.

El diputado José Guillermo Anaya Llamas: Gracias,
presidente. Amigas, amigos diputados, la minuta que nos
envía el Senado de la República y que estamos empezando
a discutir y a votar en forma urgente, que hemos aprobado
aquí mismo en el pleno, es necesario precisar que no esta-
mos reformando el articulado sustancial de la Ley del Sis-
tema Nacional de Seguridad Pública, sino solo un artículo
transitorio, el tercero.

Como ustedes saben, compañeras y compañeros, la Ley
General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, expe-
dida el 2 de enero de 2009, estableció como objeto de la
misma el regular la integración, organización y funciona-
miento del Sistema Nacional de Seguridad Pública.

Para poder cumplir con lo anterior, se estableció en uno de
sus artículos transitorios un plazo de 4 años a partir de la
entrada en vigor del decreto que expidió dicha ley, para que
las instituciones de seguridad pública, tanto en la federa-
ción, en los estados y en los municipios, por conducto de
los centros de evaluación y control de confianza, deberían
practicar las evaluaciones respectivas a todos sus integran-
tes, conforme lo dice la ley en sus respectivos ordenamien-
tos legales y el calendario aprobado por el propio Consejo
Nacional.



El 3 de enero del 2013, se cumple el plazo de estos 4 años,
que prevé dicho artículo tercero transitorio; es decir, en tan
solo dos semanas más.

Sin el propósito de polemizar, amigas y amigos, sí es perti-
nente señalar que como lo reconoce, incluso, el autor de la
iniciativa, el presidente de la Comisión de Seguridad Públi-
ca en el Senado de la República, al 31 de octubre de 2012,
de una plantilla activa de 71 mil elementos en el ámbito fe-
deral, la Secretaría de Seguridad Pública y la PGR, cumplió
al 100 por ciento con esta obligación de evaluación.

Pero también es necesario recalcar que prácticamente el 60
por ciento de las entidades federativas no han cumplido
con lo establecido en la ley. Por ello es que se está solici-
tando reformar el artículo tercero para ampliar práctica-
mente a 10 meses y no caer en un caos en los estados y en
los municipios, porque los que no han sido sometidos a las
pruebas de control de confianza o los que lo hayan repro-
bado, primero tendrán que ser separados inmediatamente
de los cuerpos policiacos, a partir del 3 de enero; es decir,
en dos semanas más.

Pero los que hemos sido alcaldes o los que han sido gober-
nadores sabrán que no se trata solamente de someter a las
pruebas de confianza a las policías, a los cuerpos policia-
cos, sino se trata también a los que no hayan pasado las
pruebas; se tiene que indemnizar y se tienen que reponer
estos cuerpos policiacos, que hoy en día, en los municipios
y en muchos estados no es fácil encontrar a policías que
quieran arriesgar su vida, muchas veces con un salario in-
digno, sin la capacitación y sin el armamento suficiente
para hacer frente a la delincuencia del crimen organizado.

El plazo que se propone, que cambia el dictamen o la mi-
nuta a la iniciativa original, que era de 12 meses el plazo,
la minuta que nos envió el Senado es por 10 meses, y ade-
más, la minuta que envía el Senado es para que comparez-
ca a los seis meses el secretario ejecutivo del Sistema Na-
cional de Seguridad Pública ante el Senado de la
República.

El voto que solicito es a favor de este dictamen; sin em-
bargo, quisiera hacer una última reflexión antes de concluir
mi primera intervención. Creo que también debería ser to-
mada en cuenta esta Cámara de Diputados, para que el se-
cretario ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pú-
blica no solamente comparezca a ir señalando cómo van
esas evaluaciones a los seis meses. No solo al Senado de la

República, sino aquí también debería comparecer el secre-
tario ejecutivo de Seguridad Pública.

En la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal
que acabamos de aprobar hace unos días, también el Sena-
do de la República ratificará al recién nombrado comisio-
nado y también al propio secretario ejecutivo del Sistema
Nacional de Seguridad Pública; por eso, en una subsecuen-
te intervención, compañeras y compañeros, haré una pro-
puesta formal para poder hacer una modificación a este
dictamen.

Pero creo que, por la urgencia que amerita el caso, el sen-
tido de nuestro voto es a favor de este plazo de 10 meses,
para que no haya un caos en torno a la seguridad pública,
que es el principal y más sensible problema de los mexica-
nos; y poderlo entenderlo en consecuencia, porque además
—y con esto termino— fue una decisión prácticamente
unánime de los gobernadores en la pasada reunión extraor-
dinaria del Consejo Nacional de Seguridad Pública, el so-
licitar esta prórroga.

Entonces, el día de hoy —y ahora mismo— lo sometere-
mos a votación. Nosotros esperamos que se apruebe este
dictamen, para poder atender este serio y grave problema
de seguridad pública en nuestro país. Muchas gracias.

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: Gracias. Don Tomás Torres Mercado, tiene usted el
uso de la voz; lo escuchamos como siempre, con un gran
respeto.

El diputado Tomás Torres Mercado: Gracias, respetable
señor presidente. La minuta que se nos está sometiendo a la
consideración el día de hoy tiene su origen en una ley que es-
tá en vigor, que es la Ley del Sistema Nacional de Seguridad
Pública, y que obviamente pasó por la Cámara de Senadores
y por la Cámara de Diputados para darle vigor.

Tres cosas diré con relación a la minuta; la primera, dos ar-
tículos transitorios de ese ordenamiento —entre otras co-
sas— establecen que se tenía un plazo de cuatro años, cua-
tro años a partir del inicio de la vigencia, del 2 de enero de
2009, para que las instituciones policiacas —todas las ins-
tituciones policiacas— del país pasaran por un sistema de
evaluación y de control de confianza.

El Sistema Nacional de Seguridad Pública es una instancia
superior; se coloca por encima del Consejo Nacional de Se-
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guridad Pública, que define las políticas públicas en esta
materia.

Materia que por cierto —y también sin el ánimo de la po-
lémica, diríamos, que observando la sesión, la segunda ex-
traordinaria, de apenas la semana anterior del Consejo Na-
cional de Seguridad Pública— me parece que hay algo
políticamente rescatable —y hay que decirlo aquí— es el
de abandonar el decanto de las culpas, es el tiempo en don-
de políticamente hay que establecer que las condiciones
objetivas del país no han dado para la certificación, para la
evaluación de todos los cuerpos de seguridad pública.

El primer aspecto, entonces, es un ordenamiento vigente.

El motivo de la minuta es aplazar —y por cierto, me pare-
ce que no es suficiente, pero es una reflexión personalísi-
ma— por 10 meses más, porque fenecido el plazo el 2 de
enero, del mes próximo, todos los integrantes de corpora-
ciones policiacas no evaluados automáticamente estarían
fuera, automáticamente serían cesados. Se está dando un
plazo de 10 meses.

El proceso de evaluación y de control de confianza no es
necesariamente el deseable; en la mayoría de los casos, si
bien está es al 50 por ciento; en otro hay un caso —no lo
cito— hay condiciones particulares, no se ha llegado al 15
por ciento de la evaluación.

Pero algo que es más relevante. Miren, no puede decantar-
se la responsabilidad en los estados y en los municipios,
porque la condición financiera no es la misma, no solo de
las diversas entidades y municipios, sino porque la federa-
ción solo para el rubro de seguridad pública exclusivamen-
te de la Secretaría de Seguridad Pública traía cerca de 50
mil millones de pesos.

Díganme ustedes si llegan con 200 millones de pesos al mu-
nicipio de Valparaíso o al municipio de Fresnillo, en nuestro
amado estado de Zacatecas, pues se lleva en un 2 mil por
ciento el monto de lo que tiene para inversión pública.

Tercer aspecto. La comparecencia del secretario ejecutivo
ante el Senado de la República, para que en un plazo de
seis meses digan cómo están las cosas.

Vamos, desde el Grupo Parlamentario del Partido Verde
Ecologista, a votar a favor de la minuta y refrendar el com-
promiso político de coordinación de la federación, de los
estados y de los municipios.

No hay nada, colegas, no hay nada que valga más ni si-
quiera el éxito material, que el poder disponer de tranquili-
dad y de vivir en paz para poner en salvaguarda las liberta-
des, la integridad de nuestras familias y por supuesto,
también de sus bienes. En ello vamos a contribuir. Gracias
por su atención.

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: A usted. Don Catalino Duarte Ortuño. ¿Está don Cata-
lino? Ahí viene. Está bueno.

El diputado Catalino Duarte Ortuño: Con la anuencia
de nuestro presidente y de los compañeros legisladores, le-
gisladoras. De manera puntual, he escuchado las opiniones
de los legisladores en el tema; la opinión nuestra es que el
tema de seguridad pública es un tema delicado y que está
en voz de todos los mexicanos, incluso el presidente de la
República ha sido muy reiterativo para cambiar esta estra-
tegia y lograr mejores resultados para este país.

Fue una buena decisión legislar para que, en su defecto, las
corporaciones policíacas de este país pasaran por un proce-
so de evaluación y certificación, y hay que reconocer que
por falta de interés de la propia federación, de los estados
de la República, el avance ha sido no muy satisfactorio.

Si bien es cierto que la federación tiene recursos y que en
gran medida ha podido avanzar en la certificación, también
es cierto que ha sido poco solidaria hacia los estados y los
municipios.

Se están estableciendo 10 meses y la opinión nuestra es que
debe irse más allá; seguramente van a transcurrir los 10
meses y se va a presentar otra prórroga. En esa tesitura, de-
bemos ser cuidadosos y tomar decisiones firmes. Pero ade-
más, darle consideraciones a los municipios, porque debo
decir que las policías preventivas tienen la facultad para
hacer detenciones y para ser puestas a disposición de los
órganos persecutores de los delitos, y que en muchos de los
casos se otorgan libertades con las reservas de ley, porque
hace falta lo que aquí se ha dicho: capacitación, hace falta
compromiso con la institución que representan.

Ustedes pueden hacer un análisis de las puestas a disposición
que tenemos a nivel nacional en los ministerios públicos del
orden del fuero común y del orden del fuero federal; en su
mayoría tenemos libertades con las reservas de ley.

Eso no es todo, revisen también en los términos que re-
suelven los jueces, en el término que les corresponde, en



muchos de los casos hay libertades, y vamos más allá; en
las resoluciones jurisdiccionales; de 100 puestas a disposi-
ción, tenemos solo el 4 por ciento, el 5 por ciento en reso-
luciones condenatorias.

Por eso invito a los compañeros de Acción Nacional —de
manera muy respetuosa— a los compañeros del Partido
Revolucionario Institucional, a los del Verde Ecologista, a
los de Movimiento Ciudadano, a los compañeros del PT y
por supuesto, mi fracción está muy puesta para ponerle se-
riedad al tema.

Atendamos el asunto de la certificación y evaluación de
nuestros policías. Pero —esto es muy importante— atender
de manera puntual el tema de la policía estatal, de la poli-
cía preventiva, porque ahí en gran medida tenemos serios
problemas.

La postura nuestra es ir a fondo y encontrar mecanismos
para que tengamos —como aquí se ha dicho— una policía
que pase su certificación, que pase sus evaluaciones, pero
también que tengan un salario digno. Muchísimas gracias.

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: Gracias. Doña Consuelo Argüelles Loya, tiene el uso
de la voz.

La diputada Consuelo Argüelles Loya: Gracias, presi-
dente. Amigos y amigas diputados, el Partido Acción Na-
cional recibe —al igual que ustedes— una minuta de nues-
tros amigos senadores, en donde se va a reformar el
artículo transitorio de la Ley del Sistema Nacional de Se-
guridad Pública. Este artículo establece o limita el tiempo
que han tenido los municipios y los gobernadores para que
se hagan los sistemas de evaluación policiacos, los siste-
mas de evaluación del cuerpo policial de todos los estados
y de todos los municipios.

Este tiempo está a la vuelta de la esquina, será el 3 de ene-
ro; se han cumplido los cuatro años. Acción Nacional quie-
re otorgarles a los gobernadores y a los alcaldes de este
país una prórroga —tal y como lo están proponiendo nues-
tros amigos los senadores— de ampliarlo 10 meses.

Vayamos con esto. Ni siquiera el 50 por ciento de los go-
bernadores han cumplido con esto. En esta Legislatura va-
mos a darles a nuestros compañeros estatales y municipa-
les el tiempo que nos están solicitando. Creo que el país
está pasando por una época difícil, en la cual todos están

invirtiendo en el tema de inseguridad, tema que nos preo-
cupa a todos los mexicanos.

El presidente electo ya está presentando la nueva propues-
ta de seguridad. Démosle el beneficio de la duda, otorgue-
mos esta prórroga, son 10 meses más, y vayamos con la
misma exigencia en estos 10 meses a rendirles cuentas a
los gobernadores y a los alcaldes.

Por eso Acción Nacional va a favor del proceso de evalua-
ción y certificación a los 10 meses más que están solicitan-
do nuestros senadores. Gracias, señor presidente.

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: Gracias a usted. Don Ricardo Monreal, tiene el uso de
la voz.

El diputado Ricardo Monreal Ávila: Últimamente he ha-
blado con gente del PAN que es seria y del PRI también y
de todos. Ciudadano presidente, ciudadanos legisladores,
preguntaba al presidente si podía —en un mismo turno—
presentar la posición general y un agregado, una modifica-
ción. Quiere decir, si en los dos turnos que me correspon-
den, uno en lo general y otro proponiendo modificaciones
al texto que pretende modificarse, los habré de agotar en un
solo acto.

En efecto, estamos preocupados, no por la aprobación de
este proyecto, porque en los últimos días hemos escuchado
cómo los actores que hace unos años aplaudían la estrate-
gia contra el crimen organizado y que ahora están en el go-
bierno, la descalifican, culpan de todos los males —que en
parte tienen razón— al gobierno anterior. Pero la oposi-
ción de izquierda, desde hace varios años, desde que se
implementó esta estrategia unilateralmente contra la delin-
cuencia organizada, advertimos que se trataba de una es-
trategia equivocada, de una estrategia errática, que solo era
mediática, ruidosa y que no tenía ninguna posibilidad de
éxito.

Lo dijimos hace muchos años, ahí está el Diario de Deba-
tes, y en el PRI le aplaudieron y la apoyaron, la respalda-
ron. Hoy dicen que es equivocada.

Por eso ahora que se plantea lo del plazo nuevo de 10 meses
—lo advertimos en aquel momento— los que discutimos la
ley, que presentamos voto particular y que votamos en con-
tra, decíamos que los cuatro años eran suficientes si se ge-
neraban condiciones para la evaluación de los policías.
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Todos afirmaron que eran suficiente los cuatro años, y hoy
estamos modificando la ley y el transitorio para poder dar
otros 10 meses para evaluar la policía o las policías o los
elementos pertenecientes a cuerpos policiacos.

Déjenme decirles que por irregularidades en su desempe-
ño, actos de corrupción y principalmente no haber acredi-
tado los exámenes de control y confianza, más de 30 mil
policías municipales, estatales y federales fueron despedi-
dos en los últimos años; es decir, casi 500 elementos han
sido despedidos al mes. Estas cifras se desprenden del re-
porte del Sistema Nacional de Seguridad Pública, de la
Procuraduría General de la República y de la Secretaría de
Seguridad Pública federal.

Los municipios y los estados han despedido a más de 22
mil 550 elementos. Esta cifra equivale a casi el 15 por cien-
to de los 166 mil 992 oficiales que conforman las fuerzas
policiales de las 32 entidades federativas.

Los despidos en los estados y municipios equivalen a cin-
co veces el total de los elementos que conforman la AFI o
la SEIDO, que actualmente han sido todavía más policías,
más pilotos, más personal despedido por la falta de con-
fianza y por no haber aprobado este examen.

Pero fíjense ustedes quién encabeza la lista de los estados
que no han cumplido con la evaluación de esos policías; la
lista la encabeza al estado de México, luego Veracruz, Gua-
najuato, Hidalgo, Coahuila, Baja California, Tamaulipas y
Chihuahua.

Entonces, ese es un problema grave, porque la causa de los
ceses es la pérdida de confianza, consumo de drogas, abu-
so de autoridad, consignaciones, pero además colaborar
con la delincuencia organizada.

De cada 10 policías que salen a las calles a cumplir con su
obligación, cinco o quizás seis son confiables, los otros no,
porque las condiciones de los policías municipales del país
son lamentablemente sin remuneración digna y sin salarios
dignos, menos con un sistema de seguridad social y de pro-
tección, con el cual puedan enfrentar la difícil situación
que vive el país.

Por esa razón, nosotros sí vamos a votar a favor, pero que-
remos hacer una serie de agregados. Por esa razón les de-
cía también que en lugar de usar los 10 minutos, quería en
un solo acto establecer la posición general y la modifica-

ción, porque en efecto, les pregunto, ¿por qué razón segui-
mos privilegiando al Senado como Cámara única para ren-
dir informes? Porque aquí en la propuesta dice que ante el
Senado de la República, el secretario ejecutivo del Sistema
Nacional de Seguridad rendirá informes, ¿y por qué no se
dice ante las Cámaras del Congreso de la Unión, el secre-
tario ejecutivo rendirá informes? ¿Por qué nos autolimita-
mos y por qué no establecemos con seriedad que la Cáma-
ra de Diputados tiene el mismo valor y constitucionalmente
tiene la misma calidad que el Senado de la República?

Somos Poder Legislativo, pero además, compañeros, es
muy grave que no sepamos de estos 30 mil policías, ¿qué
están haciendo? Estos 30 mil policías, ¿dónde están?
¿Quién tiene un censo de ellos? Los corres sin liquidación,
¿a dónde van estos policías a los que corres? Van a incor-
porarse a la delincuencia organizada o a generar sus pro-
pias bandas para asaltar, secuestrar o esquilmar.

Por eso propongo en un agregado, que en cumplimiento al
párrafo anterior el Sistema Nacional de Seguridad deberá
mantener actualizado el padrón de todos los elementos que
han sido dados de baja por no obtener la certificación de
los centros de evaluación y control de confianza.

Cabe señalar que el término de la relación laboral se hará
conforme a derecho, otorgándoles el elemento de liquida-
ción correspondiente.

Concluyo, presidente. Estos dos agregados son los que les
propongo. Decía Memo —el diputado de Acción Nacional,
compañero del Senado— decía con justa razón que no ha-
bía tiempo; digo que sí hay tiempo, modifiquemos y regre-
sémosla, tenemos hoy y mañana.

Si ahorita estamos esperando la educativa y estamos espe-
rando otras, ¿por qué no la modificamos, la mandamos a la
Cámara? Lo único que les estoy proponiendo es que haga-
mos valer nuestro poder, nuestra posición y que el secreta-
rio venga a informar, igual que en el Senado, ¿por qué no?,
y que hagamos un censo de dónde están estas personas a
las que se les liquida o a las que se les despide sin liquida-
ción y que fungieron como policías. No entiendo la razón
por la cual votarían en contra. Presidente, por su tolerancia,
y a todos también, muchas gracias.

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: Gracias, a usted. Finalmente, don José Alejandro Mon-
tano Guzmán.



El diputado Felipe Arturo Camarena García (desde la
curul): Presidente, para una pregunta.

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: ¿Sí acepta una pregunta de don Felipe Camarena?

El diputado Ricardo Monreal Ávila: Sí, por supuesto.

El diputado Felipe Arturo Camarena García (desde la
curul): Muchas gracias, presidente. Nada más comentarle
al diputado Monreal, en relación a que manejaba que el es-
tado de Guanajuato era de los estados que no había cum-
plido.

Quiero precisarle que hubo varias etapas en la certifica-
ción; primero, mandos superiores, mandos medios y poste-
riormente todo lo que fuera personal en áreas de seguridad.
Pero comentarle que Guanajuato fue el segundo estado cer-
tificado como tal, el cuarto en haber sido acreditado por el
Centro de Control de Confianza, y tercero en haber cum-
plimentado la meta que está por vencerse para el día 3 de
enero del próximo año.

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: No hay pregunta, diputado.

El diputado Ricardo Monreal Ávila: Bueno, el Sistema
Nacional de Seguridad —si quiere se lo mando, le mando
copia— el Sistema Nacional de Seguridad Pública estable-
ce una lista, es información oficial, estado de México, 2
mil 118 bajas; Veracruz, mil 694; Guanajuato, mil 530; Hi-
dalgo, mil 224; Coahuila, mil 206; Baja California, 2 mil
194; Tamaulipas, mil 149; Chihuahua, mil 17, pero se lo
envío.

Es probable que haya equivocación en los datos y me ale-
gra saber que Guanajuato está así, los ciudadanos segura-
mente también sabrán si hay o no inseguridad, pero final-
mente es un problema serio —que si usted me permite— le
doy los datos personalmente y deliberamos sobre este tema
u otros que a usted le interese. Muchas gracias, presidente.

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: Don Alejandro Montaño, Montano, sin la ñ.

El diputado Juan Manuel Gastélum Buenrostro (desde
la curul): Presidente.

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: ¿Con qué objeto?

El diputado Juan Manuel Gastélum Buenrostro (desde
la curul): Para los efectos de hacerle una precisión al dipu-
tado Ricardo Monreal, en relación a mi estado de Baja Ca-
lifornia, nuestro estado. El señor manifiesta que Baja Cali-
fornia es uno de los estados que presumiblemente no ha
reunido los requisitos de la certificación. Debo de precisar-
le al señor Monreal, que en Baja California sí se cumple.

Únicamente una ciudad, que es Rosarito, al frente del Par-
tido Revolucionario Institucional, en donde su titular de la
policía no ha hecho sus exámenes. Lo anterior, para los
efectos de la precisión, señor presidente, y gracias por per-
mitirme hacer uso de la voz.

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: Ha precisado por sus dichos. Don Alejandro Montano,
tiene el uso de la voz.

El diputado José Alejandro Montano Guzmán: Con su
venia, señor presidente. Compañeras y compañeros diputa-
dos, el Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional celebra que el Senado de la República le haya
dado celeridad a un tema de la mayor relevancia, como es
el otorgar 10 meses de ampliación para que se logre esta
certificación.

Creo que es importante que dentro de 12 meses, cuando se
dé un tema aquí en esta alta tribuna, no se cuestione por los
diputados, sino que desde ahí tengamos la información ne-
cesaria, verídica y obviamente que haya sido cruzada con
los estados de la República.

Lamentablemente después del tiempo que se había fijado
faltó, no solo voluntad, sino también faltó la estrategia y
sobre todo, mucho mayor personal para llevar a cabo esa
certificación.

Creo que todos los estados, no creo que ninguno se haya
negado o lo haya hecho por falta de atención o compromi-
so sino en algunas partes fue por la falta del personal ade-
cuado y para que pudieran ellos valorar y llevar a cabo esos
exámenes.

Es importante que, como lo manifiesta aquí este proyecto
de decreto, vayamos a favor para que les demos ese espa-
cio a los gobiernos de los estados, que en esta nueva estra-
tegia que se manejó y se aprobó por los propios goberna-
dores, el gobierno federal y los ayuntamientos, empiece a
generarse ese proceso en los próximos meses.
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Es importante que también tengamos el registro de todo
aquel elemento que haya pertenecido a los cuerpos de se-
guridad, para saber en dónde, cuándo y cómo estarán ellos
manejando un proceso de vida y que tengamos la certi-
dumbre que no se estén integrando en los cuerpos del cri-
men, sea organizado o sea cualquier nivel de crimen.

Por ello, el Partido Revolucionario Institucional votará a
favor de este proyecto de decreto y repito, estamos conten-
tos que el Senado le dio celeridad y que así esperamos que
los demás asuntos tengan ese mismo concepto. Muchas
gracias. Es cuanto, señor presidente.

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: Y es mucho. Finalmente, tres minutos para doña Liz-
beth Rosas, como una llamada de teléfono, sin redondeo.

La diputada Lizbeth Rosas Montero: Compañeros dipu-
tados, diputadas, me parece que este tema es fundamental,
pero sobre todo, no es correcto y no es ético que estemos
defendiendo aquí a nuestros gobernadores o presidentes
municipales si cumplieron o no; creo que ése no es el pro-
pósito, el asunto es que cumplan, cuatro años tuvieron pa-
ra llevar a cabo la certificación y ningún estado ha cumpli-
do con esa meta.

En lo particular, a nosotros —como grupo parlamentario—
nos preocupa mucho, precisamente, que no se están to-
mando cartas en el asunto sobre la revisión del propio mo-
delo de certificación, que además de ser muy costoso, no
tenemos ni siquiera los datos de cuántos elementos aproba-
ron este sistema de evaluación y aun así cometieron ilícitos
en estos estados y en estos municipios. No hay transparen-
cia ni siquiera de los nombres.

Más allá de no saber quiénes son estos 30 mil o más poli-
cías que fueron dados de baja, ni siquiera sabemos, los que
aprobaron, en qué condiciones se encuentran.

Otro asunto que me parece relevante es, seguimos sin con-
siderar a los elementos de seguridad privada, que además
traemos una invasión de elementos de seguridad privada en
todos los municipios, en todos los estados y que también
traen autorización y licencia para la portación de armas de
fuego.

Me parece también que la Comisión de Seguridad Pública
de la Cámara —y éste es un exhorto a mi compañero— de-
be de manera urgente armar una subcomisión de trabajo

que le dé seguimiento a este tema, ¿por qué? Porque 10
meses van a ser insuficientes, y se los estoy diciendo el día
de hoy, en 10 meses ninguno va a cumplir, ni siquiera nos
hagamos fantasía aquí; creo que debe revisarse el modelo,
debe revisarse la temporalidad, pero también se debe trans-
parentar la información.

Otro dato que me parece fundamental, todos esos procesos
de certificación empezaron por los mandos superiores y
mandos medios, tenemos también datos de que hay en esa
nata mucha corrupción, pero también muchas veces se es-
conde la información.

Esta área específica de seguridad pública, que se encarga
de certificar, guarda la información a veces por años de los
elementos o mandos que no cumplieron con los exámenes
de certificación, y después son utilizadas también política-
mente para ir desacreditando a funcionarios o servidores
públicos en los gobiernos que anteriormente o un año antes
no pasaron dicho examen y que posteriormente se da a co-
nocer. Creo que esa información debe ser pública, nos ayu-
da a todos para mejorar.

En ello —obviamente— nosotros como diputados, compa-
ñeros, no podemos ser cómplices ni estarles corrigiendo lo
que no hicieron a nuestros compañeros gobernadores o pre-
sidentes municipales. Debemos de exhortarlos a que cum-
plan más allá de lo que en un momento dado ellos puedan
decir en la parte financiera, revisar cuál es la parte de los
recursos que les tocaban y porqué no se aplicaron, y tener
una reunión de trabajo urgente con el área de finanzas.

Pero tengamos mucho cuidado, compañeros diputados, de
estar dando prórrogas y cheques en blanco; se los digo,
porque desafortunadamente en este tema tenemos un gran
vacío y una gran deuda pendiente con la población. Ni he-
mos logrado tener una policía que está a la altura de las ne-
cesidades de la ciudadanía ni hemos logrado erradicar la
corrupción de los cuerpos de seguridad en México. Es
cuanto, diputado presidente.

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: Ta bueno. Ábrase el sistema electrónico de votación...

El diputado José Guillermo Anaya Llamas (desde la cu-
rul): Presidente.

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: Don Guillermo, tiene usted el uso de la voz.



El diputado José Guillermo Anaya Llamas (desde la cu-
rul): Gracias, presidente. Solamente para hacer una preci-
sión de lo que anuncié en mi intervención en la tribuna, que
iba a hacer alguna propuesta de modificación a la minuta
precisamente para que compareciera el secretario ejecutivo
del Sistema Nacional de Seguridad Pública ante la Cámara
de Diputados y ante la Cámara de Senadores.

No encuentro consenso en esta propuesta y siendo el pro-
blema principal y más sensible de los mexicanos la seguri-
dad pública y no poner en riesgo a partir del 3 de enero la
entrada en vigor de esta modificación a esta minuta, no ha-
ré esta propuesta, en virtud de que nos faculta —a las co-
misiones y como presidente de la Comisión de Seguridad
Pública— el artículo 93 de la propia Constitución General
de la República el citar a los secretarios del ramo o a los
funcionarios a dar cuenta de sus funciones.

Dicho lo cual, retiro pues la petición de hacer uso de la tri-
buna y solicitaría, si usted así lo considera conveniente, se
pregunte a la asamblea si se somete a votación. Muchas
gracias.

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: Bueno, está bien. En síntesis retira su propuesta.

Pregunte la Secretaría a la asamblea si subsiste la propues-
ta del diputado Monreal y si se acepta a discusión. No la
dejó por escrito, pero vamos a preguntar, vamos a pregun-
tar. Pregunte.

La Secretaria diputada Tanya Rellstab Carreto: En vo-
tación económica se pregunta a la asamblea si se admite a
discusión. Las diputadas y los diputados que estén por la
afirmativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los dipu-
tados que estén por la negativa sírvanse manifestarlo. Ma-
yoría, señor presidente, por la negativa.

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: Ábrase el sistema electrónico de votación, a efecto de
votar este artículo transitorio, por 10 minutos.

La Secretaria diputada Tanya Rellstab Carreto: Hágan-
se los avisos a que se refiere el artículo 144, numeral 2 del
Reglamento de la Cámara de Diputados. Ábrase el sistema
electrónico, por 10 minutos, para proceder a la votación en
lo general y en lo particular.

(Votación)

Ciérrese el sistema electrónico de votación. Señor presi-
dente, se emitió en pro 427 votos, 1 en contra, 18 absten-
ciones.

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: Aprobado en lo general y en lo particular el proyec-
to de decreto que reforma el artículo tercero transitorio
del decreto por el que se expide la Ley General del Sis-
tema Nacional de Seguridad Pública. Pasa al Ejecutivo,
para sus efectos constitucionales.

Honorable asamblea, vamos a proceder a dos declaratorias
de publicidad, de tal suerte de estar en condiciones el día
de mañana de abordar estos temas; uno tiene que ver con
las Comisiones Unidas de Hacienda y Crédito Público, y
otro con la Comisión de Régimen, Reglamentos y Prácticas
Parlamentarias. Dé cuenta, señor secretario.

LEY PARA REGULAR LAS ACTIVIDADES 
DE LAS SOCIEDADES COOPERATIVAS 

DE AHORRO Y PRESTAMO

El Secretario diputado Xavier Azuara Zúñiga: Se infor-
ma a la asamblea que se encuentran publicados en la Ga-
ceta Parlamentaria el dictamen de las Comisiones Unidas
de Hacienda y Crédito Público y de Fomento Cooperativo
y Economía Social, con proyecto de decreto que reforma el
quinto párrafo del artículo 10 de la Ley para Regular las
Actividades de las Sociedades Cooperativas de Ahorro y
Préstamo, y reforma los artículos primero y tercero transi-
torios del artículo primero del decreto por el que se expide
la Ley para Regular las Actividades de las Sociedades Co-
operativas de Ahorro y Préstamo, y se reforman, adicionan
y derogan diversas disposiciones de la Ley General de So-
ciedades Cooperativas, de la Ley de Ahorro y Crédito Po-
pular, de la Ley de la Comisión Nacional Bancaria y de Va-
lores, y de la Ley de Instituciones de Crédito, publicado en
el Diario Oficial de la Federación el 13 de agosto de 2009.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 19 de diciembre de 2012177



Año I, Primer Periodo, 19 de diciembre de 2012 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados178



Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 19 de diciembre de 2012179



Año I, Primer Periodo, 19 de diciembre de 2012 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados180



Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 19 de diciembre de 2012181



Año I, Primer Periodo, 19 de diciembre de 2012 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados182



Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 19 de diciembre de 2012183



Año I, Primer Periodo, 19 de diciembre de 2012 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados184



Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 19 de diciembre de 2012185



Año I, Primer Periodo, 19 de diciembre de 2012 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados186



Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 19 de diciembre de 2012187



Año I, Primer Periodo, 19 de diciembre de 2012 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados188



Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 19 de diciembre de 2012189



Año I, Primer Periodo, 19 de diciembre de 2012 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados190



Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 19 de diciembre de 2012191



Año I, Primer Periodo, 19 de diciembre de 2012 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados192



Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 19 de diciembre de 2012193



Año I, Primer Periodo, 19 de diciembre de 2012 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados194



Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 19 de diciembre de 2012195



Año I, Primer Periodo, 19 de diciembre de 2012 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados196



Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 19 de diciembre de 2012197



Año I, Primer Periodo, 19 de diciembre de 2012 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados198



Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 19 de diciembre de 2012199



Año I, Primer Periodo, 19 de diciembre de 2012 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados200



El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: De conformidad con lo que establece el artículo 87 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, se cumple con la
declaratoria de publicidad.
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REGLAMENTO DE LA CAMARA DE DIPUTADOS

El Secretario diputado Xavier Azuara Zúñiga: Se infor-
ma a la asamblea que se encuentran publicados en la Ga-
ceta Parlamentaria el dictamen de la Comisión de Régi-

men, Reglamentos y Prácticas Parlamentarias, con proyec-
to de decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones
del Reglamento de la Cámara de Diputados, para regular el
procedimiento de la iniciativa preferente.
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El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: De conformidad con lo que establece el artículo 87 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, se cumple con la
declaratoria de publicidad.
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ARTICULOS 3o. Y 73 CONSTITUCIONALES

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: Honorable asamblea. Esta Presidencia informa que el
pasado 13 de diciembre se publicó el dictamen de la Co-

misión de Puntos Constitucionales, con proyecto de decre-
to que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en
materia educativa.

Año I, Primer Periodo, 19 de diciembre de 2012 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados222



Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 19 de diciembre de 2012223



Año I, Primer Periodo, 19 de diciembre de 2012 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados224



Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 19 de diciembre de 2012225



Año I, Primer Periodo, 19 de diciembre de 2012 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados226



Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 19 de diciembre de 2012227



Año I, Primer Periodo, 19 de diciembre de 2012 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados228



Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 19 de diciembre de 2012229



Año I, Primer Periodo, 19 de diciembre de 2012 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados230



Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 19 de diciembre de 2012231



Año I, Primer Periodo, 19 de diciembre de 2012 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados232



Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 19 de diciembre de 2012233



Año I, Primer Periodo, 19 de diciembre de 2012 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados234



Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 19 de diciembre de 2012235



Año I, Primer Periodo, 19 de diciembre de 2012 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados236



Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 19 de diciembre de 2012237



Año I, Primer Periodo, 19 de diciembre de 2012 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados238



Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 19 de diciembre de 2012239



Año I, Primer Periodo, 19 de diciembre de 2012 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados240



Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 19 de diciembre de 2012241



Año I, Primer Periodo, 19 de diciembre de 2012 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados242



Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 19 de diciembre de 2012243



Año I, Primer Periodo, 19 de diciembre de 2012 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados244



Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 19 de diciembre de 2012245



Año I, Primer Periodo, 19 de diciembre de 2012 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados246



Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 19 de diciembre de 2012247



Año I, Primer Periodo, 19 de diciembre de 2012 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados248



Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 19 de diciembre de 2012249



Año I, Primer Periodo, 19 de diciembre de 2012 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados250



Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 19 de diciembre de 2012251



Año I, Primer Periodo, 19 de diciembre de 2012 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados252



Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 19 de diciembre de 2012253



Año I, Primer Periodo, 19 de diciembre de 2012 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados254



Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 19 de diciembre de 2012255



Año I, Primer Periodo, 19 de diciembre de 2012 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados256



Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 19 de diciembre de 2012257



Año I, Primer Periodo, 19 de diciembre de 2012 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados258



Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 19 de diciembre de 2012259



Año I, Primer Periodo, 19 de diciembre de 2012 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados260



Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 19 de diciembre de 2012261



Año I, Primer Periodo, 19 de diciembre de 2012 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados262



Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 19 de diciembre de 2012263



Año I, Primer Periodo, 19 de diciembre de 2012 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados264



Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 19 de diciembre de 2012265



Año I, Primer Periodo, 19 de diciembre de 2012 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados266



Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 19 de diciembre de 2012267



Año I, Primer Periodo, 19 de diciembre de 2012 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados268



Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 19 de diciembre de 2012269



Año I, Primer Periodo, 19 de diciembre de 2012 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados270



Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 19 de diciembre de 2012271



Año I, Primer Periodo, 19 de diciembre de 2012 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados272



Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 19 de diciembre de 2012273



Año I, Primer Periodo, 19 de diciembre de 2012 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados274



Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 19 de diciembre de 2012275



Año I, Primer Periodo, 19 de diciembre de 2012 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados276



Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 19 de diciembre de 2012277



Año I, Primer Periodo, 19 de diciembre de 2012 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados278



Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 19 de diciembre de 2012279



Año I, Primer Periodo, 19 de diciembre de 2012 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados280



Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 19 de diciembre de 2012281



Año I, Primer Periodo, 19 de diciembre de 2012 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados282



Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 19 de diciembre de 2012283



Año I, Primer Periodo, 19 de diciembre de 2012 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados284



Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 19 de diciembre de 2012285



Año I, Primer Periodo, 19 de diciembre de 2012 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados286



Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 19 de diciembre de 2012287



El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: Cumpliéndose así el requisito de publicidad, de con-
formidad con lo que establecen los artículos 3, numeral 1,
fracción V, y 87 del Reglamento de la Cámara de Diputa-
dos.
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